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NOTA PREVIA

			Esta duodécima edición del Curso de Procedimiento Laboral se propone actualizar la obra de acuerdo con los cambios, normativos y jurisprudenciales, producidos desde la aparición de la anterior, fechada en junio de 2016. Finalidad de esta obra es, pues, ofrecer tanto a los profesionales del Derecho del Trabajo y la Seguridad Social como a quienes se inician en el estudio de esta rama jurídica, una visión sistemática, clara y completa del complejo régimen jurídico de los procesos de trabajo.

			* * *

			En la presente edición, han redactado la Parte I, Alfredo Montoya Melgar; la Parte II, Jesús María Galiana Moreno y José Luján Alcaraz; la Parte III, Antonio V. Sempere Navarro; y la Parte IV, Bartolomé Ríos Salmerón y Faustino Cavas Martínez.

			Madrid/Murcia, junio de 2019
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			PARTE I

			
JURISDICCIÓN Y PROCESO EN EL ORDEN SOCIAL

		

	
		
			CAPÍTULO I

			
ORÍGENES Y EVOLUCIÓN DEL PROCESO LABORAL

			
I. INTRODUCCIÓN

			La historia del proceso laboral es, como la de tantas otras instituciones jurídicas, la crónica de una permanente e interminable reforma. Circunstancias diversas —políticas, sociales, económicas, técnico-jurídicas— han llevado al legislador a introducir en el diseño del proceso de trabajo (y de la jurisdicción social misma) sucesivos cambios, unas veces de tono menor, otras de enorme envergadura. Esas modificaciones se han ido acumulando dando lugar a la aprobación de nuevos textos y a la derogación de los precedentes.

			El inicio de la legislación social española, en el último cuarto del siglo XIX, no tardó en ser acompañado de propuestas y realizaciones para crear los órganos y procedimientos a través de los cuales pudiera darse cumplimiento, en caso de conflicto, a aquellas normas. Con toda lógica, sólo se empieza a hablar de órganos dirimentes y procesos de carácter social o laboral, distintos de los comunes, cuando aparecen las primeras normas del que con el tiempo habría de constituir el Derecho del Trabajo.

			Si los litigios a que daban lugar los arrendamientos de servicios civiles se planteaban ante los órganos y mediante los procedimientos del enjuiciamiento civil, desde un principio las leyes especiales del trabajo (ya previstas respecto de las relaciones entre «amos y sirvientes» en el art. 1.585 del Código Civil) son conscientes de la necesidad de que a las reglas sustantivas del nuevo Derecho social acompañen normas jurisdiccionales y procesales más ágiles y realistas. El proceso laboral surge a consecuencia de la incapacidad del proceso civil para garantizar la tutela judicial efectiva de los trabajadores; pues, como escribió irónicamente MENGER hace más de un siglo, «hemos perfeccionado de un modo tal la administración de la justicia civil, que resulta imposible para la mayoría de la nación» (El Derecho Civil y los pobres, trad. de A. POSADA, Madrid, 1898, p. 120).

			La que en un sentido amplio podemos llamar jurisdicción social española (en sentido propio, orden social de la jurisdicción), en su doble aspecto orgánico y procedimental, ha conocido en su incesante camino de reformas dos grandes etapas: la de la justicia paritaria y la de la justicia judicial, de las que se trata a continuación.

			
II. LA JUSTICIA LABORAL PARITARIA

			
1. LA TRADICIÓN ESPAÑOLA DE LOS JURADOS MIXTOS


			Los primeros, y ciertamente persistentes, intentos de crear con carácter general unos órganos y procedimientos específicos de solución de conflictos laborales abogaron por una justicia paritaria, obrero-patronal, esbozada en torno a la figura del Jurado Mixto y canalizada procedimentalmente a través de vías rápidas y sencillas, al alcance de los litigantes obreros.

			En momentos históricos —segunda mitad del siglo XIX y primeros años del XX— marcados por una gran conflictividad social y una fuerte ideologización del movimiento obrero, el espíritu de armonía, de diálogo social y de solución de las disidencias pacíficamente y a través del Derecho supo abrirse paso, no sin grandes dificultades, impulsado por la burguesía ilustrada y reformista.

			El designio ético y político que dio lugar al nacimiento de la legislación social fue, en efecto, sustituir el dogma del conflicto social permanente y la sistemática oposición de clases por la idea de cooperación entre trabajo y capital y de solución pacífica y con arreglo a Derecho de los conflictos laborales.

			Esta línea armonizadora de intereses patronales y obreros, opuesta a las proposiciones anarquistas y marxistas, tuvo una doble vertiente institucional: de un lado, la integración de trabajadores y empresarios en las instituciones oficiales de la reforma social; de otro, la creación de órganos de Derecho público dotados de composición paritaria (obrero-patronal) e investidos de un conjunto de funciones, normativas, fiscalizadoras y, en lo que aquí importa, jurisdiccionales.

			El proceso de institucionalización de la reforma social iniciado en 1883 con la creación de la Comisión de Reformas Sociales, inspirada por Segismundo MORET, tuvo entre sus propósitos expresos, precisamente, el del estudio de un típico órgano de justicia paritaria, el Jurado Mixto, figura de larga tradición en España como institución de solución de conflictos laborales ajena a la Jurisdicción en sentido estricto.

			
2. PRECEDENTES DE LA JUSTICIA SOCIAL PARITARIA


			A) Disposiciones de autoridades gubernativas (1840-1854)

			Fueron disposiciones locales y de ínfimo rango (bandos y circulares de autoridades gubernativas) las primeras en intuir la utilidad de las instituciones, todavía no paritarias, pero sí con cierta participación de empresarios y trabajadores o, cuando menos, de personas expertas en las llamadas entonces cuestiones industriales. Buscando alternativas prácticas a la jurisdicción ordinaria, inaccesible para los trabajadores por su costo y sus dilaciones, se instituyen con carácter coyuntural organismos destinados a un enjuiciamiento más de equidad que de Derecho; algo lógico en una época en la que la legislación laboral aún no existía.

			Así, el Bando del Jefe Político de Barcelona Sr. Gispert (1840) creó una Comisión Inspectora de Fábricas (sus componentes debían ser personas «de probidad y de inteligencia en el ramo de tejidos» y su presidencia correspondía al «señor alcalde primero constitucional») «a fin de evitar a los fabricantes y trabajadores [...] que tengan que acudir ante un tribunal de justicia para resolver sus respectivas reclamaciones». Otro Bando, éste del Gobernador Superior Político de Barcelona Sr. Fulgosio (1844), creaba una Junta, formada por personas de la misma cualificación, específicamente encargadas de resolver cuestiones salariales. La Circular del Gobernador Político de Barcelona Sr. Ordóñez (1854) proponía a su vez la elaboración de un «convenio mutuo» entre fabricantes y obreros que sometiera sus relaciones a «cierto método y regularidad», y recurría a los «fabricantes y operarios inteligentes» para que asesoraran al «tribunal» presidido por dicho Gobernador político y formado además por el Gobernador civil y el Alcalde corregidor. En fin, sobre la base de esos antecedentes, el Bando del Gobernador Civil de Barcelona Sr. Franquet (1855) ordenaba el establecimiento en cada localidad manufacturera de unas «comisiones mixtas permanentes», presididas por los alcaldes (encargados de la ejecución de sus «convenios y decisiones») y destinadas a «conciliar y dirimir las cuestiones fabriles entre operarios y fabricantes».

			B) Los «jurados de prohombres de la industria» en el Proyecto de Ley para la Industria Manufacturera de 1855

			Simultáneamente, el avanzado y lamentablemente malogrado Proyecto del Ministro de Fomento, Manuel Alonso Martínez, sobre la Ley para la Industria Manufacturera (1855), treinta y cuatro años anterior a nuestro Código Civil, se propuso diseñar una jurisdicción propia de dicha materia, con la idea de resolver los conflictos «de una manera expedita y justa» (E. de M. del proyecto), autorizando para ello la creación de unos «jurados de prohombres de la industria» (inspirados sin duda en los Conseils de prud’hommes franceses, creados en 1806).

			Tales jurados, de carácter paritario y presididos por el juez de paz, se integraban de «prohombres elegidos entre los directores y los operarios de las manufacturas, encargados en las cuestiones de hecho de avenir con sus fallos a las partes disidentes y de imponer las penas en que hubiesen incurrido por las faltas cometidas y consignadas en la ley» (E. de M.).

			El procedimiento era el del juicio verbal (modelo que, por su rapidez y simplicidad, ha acompañado siempre al proceso laboral), llamado a culminar en una decisión ejecutoria, apelable ante la Audiencia Territorial cuando se cuestionara la competencia del jurado. Los litigios de los que debía conocer el Jurado no se especificaban en el Proyecto, aunque, dado el contenido de éste, debían ser los referidos al «contrato sobre prestación de servicios», a las «sociedades de fabricantes u operarios» y a los conflictos de carácter colectivo. Como rasgo característico de los primeros y confusos esbozos de una jurisdicción social, el proyecto atribuía a los jurados tanto funciones típicamente judiciales (solución de pleitos) como administrativas (imposición de sanciones).

			C) El Proyecto de Ley de Jurados Mixtos de 1873

			Unos años más tarde (1873) presentaba su también frustrado proyecto de Ley de Jurados Mixtos otro Ministro de Fomento, José Fernando González. Tal proyecto concebía (E. de M.) al Jurado Mixto como «paliativo eficaz, ya que no decisivo remedio, de las perturbaciones que la lucha entre capital y trabajo engendra» y lo anunciaba, muy ambiciosamente, como «el germen de la fundamental institución que rija en su día el orden económico a la manera que el Estado gobierna el orden jurídico».

			El Proyecto configuraba «un jurado por cada industria», formado paritariamente por ocho ciudadanos elegidos por los «obreros» y «capitalistas» de la localidad; a los elegidos correspondería nombrar «de fuera de su seno un presidente». El Jurado se concebía como «el único tribunal competente para resolver las cuestiones civiles que concurran entre capitalistas y obreros con motivo de los contratos que hayan sido celebrados entre sí, siendo en estos asuntos su fallo inapelable y ejecutivo». La materia contenciosa se contraía, pues, a lo que hoy llamamos conflictos individuales de trabajo («salario, horas de trabajo, forma de éste, etc.»: art. 4), dejando fuera los colectivos.

			D) Tribunales arbitrales, Jurados Mixtos y Tribunales ordinarios en los proyectos de Leyes de Contrato de Trabajo de principios del siglo XX

			El advenimiento del siglo XX continuará la tradición de intentos paritarios de solución de los conflictos laborales.

			Así, un curioso diseño procedimental, que tampoco pasó de proyecto, fue el contenido en las Bases aprobadas por la Real Orden de 9 de noviembre de 1902, que encomendaba a la Comisión General de Codificación la elaboración de un proyecto de ley de reforma del contrato de trabajo.

			Dichas Bases ideaban, parece que para la solución de conflictos colectivos, unos Tribunales de arbitraje dotados de competencia conciliadora y presididos por el respectivo Alcalde e integrados por «dos arbitradores» patronos y otros dos obreros; para el caso de no lograrse avenencia, se contemplaban unos singulares «Tribunales ejecutivos», formados por «el Párroco, Juez municipal, Alcalde, Registrador y un mayor contribuyente», a los que correspondía resolver de modo equitativo y «sin forma judicial».

			Sin clara diferenciación respecto de estos litigios, los planteados entre «los amos y patronos y una junta de asociados» se habían de plantear ante el Juez de Primera Instancia, con posible apelación ante la Audiencia. Los conflictos individuales («reclamaciones singulares […] entre amos y jornaleros») habían de dirimirse ante los Jueces municipales, en juicio verbal, con posible apelación ante el Juez de Primera Instancia.

			En el mismo sentido se pronunciaba el Proyecto de Ley de Contrato de Trabajo presentado por Azcárate al Instituto de Reformas Sociales (1904). La Base XXVII de ese proyecto también fallido disponía que las cuestiones suscitadas acerca de la interpretación o cumplimiento de los contratos de trabajo serían decididas por los Jurados Mixtos de patronos y obreros. Los tribunales ordinarios mantenían transitoriamente su competencia y recibían la de ejecutar los acuerdos de los Jurados.

			Una variante a esta regulación se contenía en el Proyecto de Ley de Contrato de Trabajo presentado a las Cortes por el Ministro de la Gobernación, Bernabé Dávila (1906); con carácter transitorio, la competencia radicaba en los Jueces de primera instancia, si bien las partes podían someterse a la decisión de las Juntas Locales de Reformas Sociales a través de un procedimiento arbitral.

			E) Los Jurados Mixtos en la primeras leyes laborales españolas  (Ley de 24 de julio de 1873 y Ley de 30 de enero de 1900)

			Dejando los proyectos —cuyo repetido fracaso, que tanto retrasó los comienzos de nuestra legislación laboral, es reflejo de la inestabilidad política y parlamentaria de la época— y viniendo a las leyes, la que se tiene por primera ley laboral en sentido propio —la Ley de 24 de julio de 1873, de condiciones de trabajo en las fábricas, talleres y minas—, encomienda genéricamente su observancia a unos heterogéneos «Jurados Mixtos de obreros, fabricantes, maestros de escuela y médicos, bajo la presidencia del Juez municipal», a los que se atribuían unas funciones, también entre jurisdiccionales e inspectoras, que, transitoriamente y en tanto no se crearan dichos jurados, asumían los Jueces municipales.

			«Tribunales o Jurados especiales» se previeron asimismo en la primera Ley de Accidentes del Trabajo, de 30 de enero de 1900; tales órganos habían de resolver los conflictos derivados de la aplicación de la ley y, en tanto no se crearan, se atribuían sus competencias a los Jueces de primera instancia, a través del procedimiento del juicio verbal y con los recursos previstos por la Ley de Enjuiciamiento Civil; competencias que el reglamento de la Ley de 1900 (RD de 28 de julio de 1900) permitía asumir a las Juntas locales y provinciales previstas en la Ley de 13 de marzo de 1900, sobre condiciones de trabajo de mujeres y niños. Esta última ley encomendaba a las citadas Juntas (paritarias, con presidencia gubernativa y presencia académica y eclesiástica) la resolución de reclamaciones, en tanto no se crearan los tantas veces prometidos Jurados Mixtos.

			
3. LA CREACIÓN DE LOS TRIBUNALES INDUSTRIALES (1908)

			Siempre bajo el principio de la justicia mixta o paritaria, la Ley de 19 de mayo de 1908 da un importantísimo paso al regular los Tribunales Industriales, presididos por un Juez de primera instancia e integrados por tres jurados obreros y tres patronos (dos y dos, más dos suplentes, en la reforma llevada a cabo por la Ley de 22 de julio de 1912).

			La Ley, pese a su brevedad, regulaba tanto los aspectos orgánicos como los procesales, centrándose en el procedimiento de elección de los jurados y en la tramitación del proceso.

			A los Tribunales Industriales se atribuía competencia para conocer dos grandes bloques de materias contenciosas: las derivadas del contrato de trabajo y las surgidas en materia de accidentes de trabajo; esto es, «de las reclamaciones civiles que surjan entre patronos y obreros, o entre obreros del mismo patrono, sobre incumplimiento o rescisión de los contratos de arrendamiento de servicios, de los contratos de trabajo o de los de aprendizaje», y «de los pleitos que surjan en la aplicación de la Ley de Accidentes del Trabajo» (art. 5).

			Los conflictos colectivos quedaban, pues, al margen de la competencia de los Tribunales Industriales, cosa lógica porque de ellos se ocupaba una Ley coetánea (de 19 de mayo de 1908).

			Por lo demás, el proceso laboral diseñado en las Leyes de Tribunales Industriales de 1908 y 1912, y respecto del que la LEC era supletoria, se regía por los principios de brevedad y sencillez que desde el primer momento han definido al proceso laboral.

			El proceso se reputaba urgente (art. 23 de la Ley de 1912), no se exigía la intervención de abogado y procurador (art. 4), por lo que los litigantes podían comparecer personalmente o por medio de cualquier representante en pleno ejercicio de sus derechos civiles (art. 22 de la Ley de 1912), se preveía una conciliación judicial (art. 18), las cuestiones previas habían de proponerse y resolverse junto con el fondo del asunto (art. 19), las pruebas se recibían y practicaban en el acto de juicio (art. 23) y los términos judiciales eran perentorios e improrrogables (art. 23 de la Ley de 1912). Las sentencias del Tribunal eran recurribles en apelación ante el Tribunal pleno (formado por siete jurados por cada parte: art. 28 de la Ley de 1908), cabiendo en ciertos supuestos recurso de nulidad ante la Audiencia territorial (art. 30 de la Ley de 1908). La Ley de 1912 alteró el sistema de recursos, permitiendo el de casación ante el Tribunal Supremo contra las sentencias de los Tribunales Industriales (art. 48).

			Otro gran principio de la justicia social —el de gratuidad— estaba presente en la reforma de la Ley de 1908 operada por la ya citada de 1912 (art. 19 de esta última).

			En fin, el ambicioso Código del Trabajo de la Dictadura de Primo de Rivera (RDL de 23 de agosto de 1926) acogió en su Libro IV la regulación precedente de los Tribunales Industriales, con algunas modificaciones; por ejemplo, en cuanto al ámbito de esa jurisdicción, a la restricción del recurso de casación y a la efectividad de la ejecución de las sentencias.

			
4. PROCEDIMIENTOS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS COLECTIVOS: LOS CONSEJOS PARITARIOS DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE INDUSTRIAL (1908)

			Mientras que la Ley de Tribunales Industriales se proponía la regulación de los litigios laborales individuales y los de accidentes de trabajo, otra Ley de igual fecha (19 de mayo de 1908) abordaba, después de varios intentos fallidos, la creación de órganos destinados específicamente a la solución de otro peculiar bloque de materias contenciosas laborales, constituido por las huelgas, paros y conflictos colectivos en general. Esos órganos eran los Consejos de Conciliación y Arbitraje Industrial, también de carácter paritario, cuyos miembros se designaban de entre sendas listas elaboradas por patronos y obreros. El Consejo, a cuyo frente estaba el Presidente de la Junta Local de Reformas Sociales, daba audiencia a las partes, se desplazaba si lo estimaba necesario para hacer averiguaciones in situ, e intentaba conciliar a las partes y, en su defecto, adoptar un laudo previa escritura de compromiso de aceptación del mismo.

			
5. CORPORATIVISMO Y SOLUCIÓN DE CONFLICTOS LABORALES: LOS COMITÉS PARITARIOS


			Los aires corporativistas que llegan a nuestro país tras la Primera Guerra Mundial se manifiestan en un gran número de disposiciones creadoras de entes paritarios destinados a la solución, realmente cuasi normativa y sustitutiva de la negociación colectiva, de conflictos colectivos económicos (fijación de salarios y jornadas de trabajo, previsión de realizar horas extraordinarias, etc.) y en ocasiones a funciones de conciliación y de solución de conflictos individuales.

			Tal sucede con el RD de 15 de marzo de 1919 (jornada en la construcción), el RD de 3 de abril de 1919 (jornada máxima en todos los trabajos), el RD de 27 de agosto de 1919 (jornada en los ferrocarriles), el RD de 11 de octubre de 1919 (Comisión paritaria de Cataluña), RD de 24 de abril de 1920 (Comités paritarios y Comisión Mixta del Comercio de Barcelona), RD de 5 de octubre de 1922 (generalización de los Comités paritarios) y RD de 25 de agosto de 1923 (huelgas y paros). Por cierto, el citado RD de 5 de octubre de 1922 dibujaba nítidamente la filosofía del Estado sobre la justicia paritaria: en la solución de los conflictos colectivos —decía la E. de M. de dicha disposición— «debe ser normal y recomendable el predominio de lo que las representaciones de patronos y obreros convengan, sin que al poder público le incumban facultades dirimentes, salvo en los casos en que [...] las mismas partes sometan expresamente a la resolución de las Autoridades las diferencias o discrepancias existentes».

			Consagrado plenamente el corporativismo durante la Dictadura del general Primo de Rivera, se acentúan las dificultades de coexistencia de los Comités paritarios y los Tribunales Industriales, que, no obstante, subsistirán hasta 1935, aunque perdiendo sucesivamente competencias. Así, por una parte, el RD-Ley de 26 de noviembre de 1926, sobre Organización Corporativa Nacional, reconocía a los organismos paritarios las amplísimas facultades de «prevenir los conflictos industriales e intentar solucionarlos, si llegan a producirse» y de «resolver las diferencias individuales o colectivas entre patronos y obreros a que les sometan las partes» (art. 17.2.º y 3.º) —regla reiterada en el RD de 22 de julio de 1928 y en el de 8 de marzo de 1929—; y por otra, esa misma importante norma traspasaba de los Tribunales Industriales a las Comisiones mixtas del Trabajo (agrupaciones de Comités homogéneos) las competencias para resolver conflictos derivados del contrato de trabajo (art. 21).

			En particular, el RD de 22 de julio de 1928 atribuía a los Comités paritarios el conocimiento de las reclamaciones frente a despidos, en las que el Comité actuaba como jurado y su presidente como «Magistratura del Trabajo» (denominación de inspiración italiana, que anuncia al órgano jurisdiccional social del régimen de Franco). Por otra parte, el citado RD prohibió que los Tribunales Industriales intervinieran en las reclamaciones sobre extinción del contrato de trabajo de las que vinieran ya conociendo los Comités paritarios (art. 13).

			La organización corporativa de la jurisdicción social alcanzó también a los litigios sobre seguros sociales. Mientras que los pleitos sobre el pago del retiro obrero se dirimían ante los Jueces de primera instancia en juicio verbal (RD de 11 de marzo de 1919), las reclamaciones en materia de seguro de maternidad se planteaban ante las Comisiones paritarias de los Patronatos de Previsión Social, cuyos fallos eran recurribles en alzada ante una Comisión paritaria presidida por un Magistrado designado por el Presidente del Tribunal Supremo (RD-Ley de 22 de marzo de 1929, art. 18).

			
6. LOS JURADOS MIXTOS DE LA SEGUNDA REPÚBLICA


			Establecida la Segunda República, la figura de los Comités paritarios es continuada por la de los Jurados Mixtos. El Decreto de 7 de mayo de 1931, al crear los Jurados en la agricultura, se proponía «la organización de entidades democráticas de los diversos elementos agrarios, patronos y obreros…», y adoptaba la denominación de Jurados (abandonado la de Comités), tomándola de la Ley de 24 de abril de 1873, «porque evoca todos los anhelos democráticos que en materia social tuvo la Primera República española».

			Los Jurados Mixtos Profesionales (tanto industriales como rurales), creados por Ley de 27 de noviembre de 1931, se hallaban formados por vocales patronos y obreros, eran presididos por persona propuesta por unanimidad de aquéllos, y tenían competencia sobre «todas las cuestiones que se sometan a su conocimiento sobre pago de horas extraordinarias, diferencia de jornales y otras análogas, derivadas de la interpretación y cumplimiento de las obligaciones contractuales», siempre que no superaran un límite cuantitativo (2.500 ptas.).

			En particular, era objeto de prolija regulación el juicio de despido, así como el procedimiento de reclamación de salarios y horas extraordinarias. Además de estos conflictos típicamente individuales, la Ley de Jurados Mixtos, de 27 de noviembre de 1931, les encomendaba la misión, situada más en la órbita de lo colectivo, de «prevenir los conflictos entre el capital y el trabajo, procurando la avenencia en los casos en que aquélla vaya a producirse». Y aún había lugar para atribuir a los Jurados una difusa función arbitral: «intervenir en las diferencias entre patronos y obreros en materias en que no aparezca determinada estrictamente su competencia, si patronos y obreros se someten de un modo expreso a su resolución arbitral» (art. 20).

			En la línea tradicional de acumulación de funciones, los Jurados eran (como lo fueron los Comités de Primo de Rivera) «instituciones de Derecho público encargadas de regular la vida de la profesión o profesiones y de ejercer funciones de conciliación y de arbitraje» (art. 1 de la Ley de 27 de noviembre de 1931). Las funciones del Jurado, en consonancia con esta amplia noción legal, se dirigían, sí, a la solución de cuestiones litigiosas, pero también a la fijación de normas sectoriales («bases de trabajo»), a la inspección del trabajo, elaboración de censos, etc. Precisamente esta facultad de elaborar «bases» de trabajo primero por los Comités y luego por los Jurados es la que explica la debilidad del convenio colectivo en esta época.

			Suprimidos los Tribunales Industriales por la Ley de Bases de 16 de julio de 1935 (supresión reiterada, por cierto, por el Decreto de 13 de mayo de 1938), el Texto Refundido de la legislación de Jurados Mixtos (D de 29 de agosto de 1935) procedió a una detallada regulación de la organización y funcionamiento de éstos y de los distintos procedimientos, colectivos e individuales, de los que conocía; procedimientos que, con el objetivo de «una justicia social rápida, expedita y conciliadora», regulaba pormenorizadamente el Decreto de 11 de noviembre de 1935, que introducía la apelación ante el Tribunal Central del Trabajo del Ministerio de Trabajo, Justicia y Sanidad, formado por tres magistrados, dos patronos y dos obreros, cuyas resoluciones eran revisables ante la Sala de Cuestiones Sociales del TS (creada en 1931) en determinados asuntos.

			
III. LA MAGISTRATURA DEL TRABAJO Y EL PROCESO LABORAL JUDICIALIZADO

			
1. CREACIÓN DE LA MAGISTRATURA DEL TRABAJO


			La larga y constante tradición de justicia social paritaria —complicada, como se ha podido ir viendo, con la coexistencia de órganos y procedimientos de distinta naturaleza— se interrumpe radical y definitivamente, en plena Guerra Civil, con la promulgación del Fuero del Trabajo (Decreto de 9 de marzo de 1938), cuya Declaración VII anunciaba la creación de «una nueva Magistratura del Trabajo, con sujeción al principio de que esta función de justicia corresponde al Estado». La reforma orgánica anticipaba consecuentemente una reforma procesal, que culminó en la primera Ley de Procedimiento Laboral (Texto Refundido de 1958).

			En cuanto a lo primero (reforma orgánica), el Decreto de 13 de mayo de 1938 instituyó efectivamente las Magistraturas del Trabajo, suprimiendo los Jurados Mixtos y los Tribunales Industriales, cuyo funcionamiento consideraba anormal; al mismo tiempo, este Decreto introducía modificaciones en el proceso laboral, sin perjuicio de mantener las normas que el Código del Trabajo dedicaba a ciertas actuaciones de los Tribunales Industriales.

			Seguidamente se promulgó la Ley Orgánica reguladora de la Magistratura del Trabajo, de 17 de octubre de 1940. La Magistratura se configuraba como una «jurisdicción especial emanada del Ministerio de Organización y Acción Sindical» y comenzó a proveerse, transitoriamente y sin consolidar situaciones, por libre designación del citado Ministerio. La nueva ordenación supuso la derogación del sistema de justicia paritaria encarnado en los Jurados Mixtos y su sustitución por órganos servidos por jueces profesionales, que pronto se encuadraron en un cuerpo independiente con escalafón propio. Complemento de la supresión de los organismos paritarios fue la decisión de privar del carácter de firmes a todas las resoluciones dictadas por los Jurados Mixtos, Tribunales Industriales y Sala de lo Social del Tribunal Supremo con posterioridad al 18 de julio de 1936 en la zona no sometida al Gobierno Nacional, habilitando un procedimiento para su revisión (art. 1 del Decreto de 15 de junio de 1939). A este efecto, otro Decreto —de 23 de septiembre de 1939— dispuso la apertura de nuevos períodos probatorios.

			Frente a la pluralidad de órganos a los que precedentemente se atribuían funciones jurisdiccionales en materia social (Tribunales Industriales, Jurados Mixtos, Jueces de primera instancia y municipales, etc.), la Magistratura del Trabajo se erigió en la «única institución contenciosa en la rama social del Derecho» (art. 1 de la Ley de 17 de octubre de 1940).

			La citada Ley se completó con otra de 22 de diciembre de 1949, que reguló los recursos de suplicación y casación y el recurso en interés de la ley.

			
2. LAS LEYES DE PROCEDIMIENTO LABORAL DE 1958, 1963, 1966 Y 1973

			Después de unos años en los que el procedimiento laboral se basó en la reforma de los preceptos del Código del Trabajo, la jurisdicción laboral pudo contar con una ley procesal propia: el Texto Refundido de Procedimiento Laboral, autorizado por Ley de 24 de abril de 1958 y aprobado por Decreto de 4 de julio de 1958, que constituye desde entonces la base sobre la que se ha ido edificando, a través de sucesivas reformas, nuestro proceso laboral.

			Esa norma fue objeto de una nueva refundición, a través del Decreto 149/1963, de 17 de enero, cuya más importante innovación fue la atribución a la jurisdicción social del conocimiento de conflictos colectivos, consecuencia de la admisión de éstos por el Decreto de 20 de septiembre de 1962. A tal efecto se creaba un proceso especial, que se iniciaba de oficio por la Administración laboral y que tenía carácter urgente y preferente; las sentencias de las Magistraturas en esta materia eran impugnables mediante un recurso de alzada de nueva creación. El Texto Refundido de 1963 procedió asimismo a modificar la cuantía de las reclamaciones a efectos de interponer recurso de suplicación.

			El Decreto 149/1963 fue derogado pocos años después, mediante la promulgación del Decreto 909/1966, de 21 de abril, el segundo de los dos textos articulados de la Ley de Bases de la Seguridad Social (Ley 163/1963, de 28 de diciembre). La nueva Ley de Procedimiento Laboral de 1966 sustituía, en la relación de materias contenciosas sociales, la referencia a los «pleitos sobre accidentes del trabajo, seguros sociales y prestaciones del Mutualismo Laboral» por la actualizada a «los pleitos sobre Seguridad Social». Paralelamente, los procesos especiales de «accidentes de trabajo y enfermedades profesionales» y de «Seguros Sociales y Mutualismo Laboral» (estos últimos resueltos por una Magistratura Especial de Previsión Social con jurisdicción nacional) fueron sustituidos, con mejor ordenación técnica, por los «procesos de Seguridad Social».

			El Decreto 909/1966 fue a su vez derogado y sustituido por el Decreto 2.381/1973, de 17 de agosto, una norma procesal derivada también de la necesidad de adaptar el proceso laboral a la reforma de la Seguridad Social llevada a cabo por la Ley 24/1972, de 21 de junio, de financiación y perfeccionamiento de la acción protectora del Régimen General de la Seguridad Social. De esta Ley derivaron también dos textos articulados, uno sustantivo y otro procesal, encargándose éste de ratificar el régimen del apremio de la obligación de cotizar a través de las Magistraturas de Trabajo y no, como ocurría precedentemente, de Agencias ejecutivas.

			
IV. EL PROCESO LABORAL DESPUÉS DE LA CONSTITUCIÓN DE 1978

			
1. EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PROCEDIMIENTO LABORAL DE 1980

			Una nueva refundición de la Ley de Procedimiento Laboral tuvo lugar, tras la muerte de Franco (noviembre de 1975) y la instauración de la Monarquía constitucional, a través del Real Decreto Legislativo 1.568/1980, de 30 de junio; una norma de gran trascendencia porque incorporaba al ámbito procesal laboral los principios de la Constitución de 1978 e instrumentaba procedimentalmente la nueva ordenación contenida en el Estatuto de los Trabajadores (1980). Cuestiones como la vía previa administrativa y la conciliación preprocesal, los procesos por despidos debidos a causas objetivas, el régimen de los salarios de tramitación en los procesos de despido, la responsabilidad del Estado en estos procedimientos, la ejecución provisional de las sentencias de despido o el control directo de la legalidad de los convenios colectivos, fueron objeto, entre otras, de reordenación en la Ley de Procedimiento Laboral de 1980.

			
2. EL TEXTO ARTICULADO DE LA LEY DE PROCEDIMIENTO LABORAL DE 1990

			A su vez, esta Ley fue derogada por un nuevo texto —en esta ocasión articulado—, dictado en desarrollo de la Ley de Bases 7/1989, de 12 de abril, y aprobado por Real Decreto Legislativo 521/1990, de 27 de abril.

			La necesidad de esta nueva y profunda reforma venía impulsada por la aprobación de la trascendental Ley Orgánica del Poder Judicial en 1985. Esta ley establecía una nueva estructura en los órganos de la jurisdicción, adaptada a la organización territorial del Estado, que compartimentó a éste en diecisiete Comunidades Autónomas, dotadas cada una de ellas de un Tribunal Superior de Justicia, con diversas Salas, entre ellas la (en algunos casos, las) de lo Social.

			La elaboración de la Ley de Procedimiento Laboral de 1990 no fue fácil; la propia Ley Orgánica del Poder Judicial encomendó al Gobierno (Disp. Adic. 12.ª) aprobar un texto refundido de la LPL en el plazo de un año. El Gobierno no cumplió este mandato legal, por lo cual el legislador optó por otra vía de delegación legislativa, no la del texto refundido sino la del texto articulado. A tal efecto se dictó la Ley de Bases de Procedimiento Laboral 7/1989, de 12 de abril, que dio al Gobierno un nuevo plazo de un año para que elaborara el correspondiente Decreto legislativo. La opción por la técnica de la Ley de Bases precisada de ulterior articulación ampliaba las posibilidades innovadoras de la norma. El Gobierno, finalmente, procedió a articular la citada Ley de Bases, aunque fuera de plazo, mediante el Real Decreto Legislativo de 27 de abril de 1990. No fue ésta la única incidencia que padeció la LPL de 1990, pues pocos días después de su publicación apareció en el Boletín Oficial del Estado una corrección de errores de impresionante extensión, que no alcanzaba sólo a aspectos de forma sino de contenido; la pretendida corrección de errores afectaba, entre otras cuestiones, nada menos que al Libro IV de la Ley, dedicado a la ejecución de sentencias, en su integridad. Tanto desde sectores sindicales como empresariales se acusó a la nueva Ley de extemporánea y, sobre todo, de haberse alterado partes importantes de su contenido por la vía inadecuada de la rectificación de errores. El Tribunal Supremo (Sala 3.ª, de lo Contencioso-Administrativo) acogió estas denuncias y declaró (S de 3 de octubre de 1997) la nulidad de la referida corrección, en atención al insuficiente rango de la disposición correctora. Como suele ocurrir, la anulación llegó tarde, pues dos años antes (en 1995) se había aprobado un nuevo texto que incorporaba el texto «corregido» de 1990, dotándole del suficiente nivel legal.

			La LPL de 1990 introdujo grandes innovaciones que, en su mayoría, han permanecido en nuestro ordenamiento procesal-laboral.

			Ante todo, la LPL de 1990 adaptó el proceso de trabajo a las transformaciones que había introducido en la Jurisdicción la Ley Orgánica del Poder Judicial; transformaciones que afectaban a los órganos jurisdiccionales y, consiguientemente, a las reglas sobre competencia funcional y territorial de éstos y en especial sobre régimen de recursos.

			En tal sentido, las Magistraturas de Trabajo cambiaron de nombre, pasando a llamarse Juzgados de lo Social (un cambio de intencionalidad política ya que la institución fue una de las más características del régimen de Franco, aunque también dirigido a homogeneizar la denominación con las de los Juzgados de primera instancia e instrucción, contencioso-administrativo, menores y vigilancia penitenciaria: art. 26 LOPJ, versión inicial). Pese al cambio de nombre, la función jurisdiccional de estos órganos, que vienen conociendo en primera y única instancia, se mantuvo.

			No ya nominal sino muy sustancial fue el cambio que la Ley Orgánica del Poder Judicial introdujo al suprimir el histórico Tribunal Central de Trabajo, nacido en la Segunda República y que ejerció durante toda la época franquista una importantísima labor de unificación doctrinal de las sentencias de las Magistraturas a través del llamado «recurso de suplicación». Desaparecido el Tribunal Central, único para toda España, su función se parceló entre los diecisiete Tribunales Superiores de Justicia, todos los cuales cuentan con una Sala de lo Social y en algunas Comunidades Autónomas con más de una. Esta multiplicidad de doctrinas de suplicación exigió la creación de un nuevo mecanismo de unificación jurisprudencial: el recurso de casación para la unificación de doctrina encomendado a la Sala de lo Social del Tribunal Supremo.

			No fueron sólo razones orgánicas y jurisdiccionales, las que motivaron la aprobación de la LPL de 1990; hubo también importantes motivos derivados de la aprobación de nuevas leyes sustantivas como la Ley Orgánica de Libertad Sindical (1985), en la que se dibujaban diversos procesos en materia sindical, que hubo de regular la LPL. En fin, el Tribunal Constitucional había declarado la inconstitucionalidad de algunos preceptos de la LPL de 1980 y había procedido a interpretar algunos otros de modo ajustado a la Constitución; tales declaraciones e interpretaciones fueron asumidas por la LPL de 1990.

			Así, la llamada «materia contenciosa laboral» (ALONSO OLEA) se ensanchó en 1990 pasando a abarcar los procesos de contenido sindical, de modo que el proceso de trabajo se consolidó como el cauce natural para la tutela jurisdiccional de la libertad sindical. En concreto, se encomendaron a la jurisdicción social los litigios referidos a la constitución y reconocimiento de la personalidad jurídica de los sindicatos y las asociaciones empresariales, la impugnación de sus estatutos y de sus modificaciones, el régimen jurídico sindical, la responsabilidad de sindicatos y organizaciones empresariales por incumplimiento de la legislación social y, en fin, la tutela jurisdiccional de la libertad sindical. A consecuencia de la inclusión de estas materias en el ámbito competencial de la jurisdicción social, la LPL de 1990 hubo de ocuparse de regular la legitimación y representación del sindicato en defensa de los intereses asociativos y de los de sus afiliados, su posición de coadyuvante, etc. La aplicación de la Ley Orgánica de Libertad Sindical llevó también a la LPL de 1990 a declarar la nulidad de los despidos producidos sin la audiencia previa de los delegados sindicales.

			Materia conexa con la sindical, los procesos sobre negociación colectiva recibieron asimismo el influjo de las orientaciones jurisprudenciales, dando lugar a la posibilidad de impugnación directa de los convenios colectivos por sujetos privados legitimados para ello.

			La LPL de 1990 incorporó también, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 20/1988, al elenco de materias litigiosas las reclamaciones contra resoluciones del Fondo de Garantía Salarial e incluyó los conflictos derivados de planes de pensiones y contratos de seguro que tengan su causa en la contratación individual o colectiva.

			Asimismo procedió la LPL de 1990 a excluir de modo expreso del ámbito de la Jurisdicción social determinados asuntos que venían planteando dudas y polémicas en cuanto a su conocimiento por los jueces y Tribunales de lo social: impugnación de actos administrativos de contenido laboral y en particular de actos de gestión recaudatoria de la Seguridad Social. La ley confirmó que tales actos no eran impugnables en la vía social sino en la contencioso-administrativa, al tiempo que decidió, con congruencia, que la tutela judicial de la libertad sindical de los funcionarios públicos no correspondía a la jurisdicción social sino a la contencioso-administrativa.

			La LPL de 1990 afectó de modo fundamental a la ordenación del proceso ordinario y de los procesos especiales, que pasó a denominar «modalidades procesales». En primer lugar, la reforma de 1990 incidió en una aspiración tradicional del proceso laboral, a saber, la simplificación del proceso, la reiteración del principio de oralidad y la eliminación de formalismos innecesarios, objetivo que venía impuesto tanto por la Ley de Bases como por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, contraria a los que llama «formalismos enervantes», particularmente rechazables en la administración de la justicia laboral. En este sentido, la LPL de 1990 permitió que la demanda que adoleciera de defectos en su presentación fuera admitida provisionalmente y reiteró que los actos de alegaciones, pruebas y conclusiones debían efectuarse oralmente en el acto de juicio.

			La Ley de 1990 interpretó el principio de igualdad procesal a la luz del criterio «pro operario», teniendo en cuenta que la legislación laboral se inspira en el «sentido compensador e igualador de las desigualdades que subyacen en las posiciones de trabajador y empresario» (en palabras de la Ley de Bases). A esta finalidad «pro operario» obedecieron varias nuevas reglas procesales. Así, la regla según la cual en los procesos de despido se altera el orden de intervención de las partes, de manera que no es el demandante —el trabajador—, sino el demandado —el empresario— quien tiene que «exponer sus posiciones en primer lugar» en las fases de alegaciones, prueba y conclusiones. A la misma finalidad protectora del trabajador se debe la regla a cuyo tenor la carga de la prueba en los pleitos por discriminación se desplaza al empresario, que, siempre que el trabajador hubiera presentado indicios racionales de tal discriminación, habrá de aportar «una justificación objetiva y razonable [...] de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad». En fin, la LPL de 1990 prohibió que el demandado (normalmente el empresario) pudiera ejercer la reconvención «de modo sorpresivo», imponiendo a quien pensara reconvenir la carga de anunciar su propósito de hacerlo en la conciliación previa al proceso, momento en el cual habría de indicar los hechos en que se fundaría la reconvención y el concreto contenido de ésta.

			Un cambio radical en nuestro proceso laboral fue el que introdujo la LPL de 1990 en materia de recursos o «medios de impugnación», incluyendo, para agilizar el funcionamiento de la Jurisdicción, el «trámite de inadmisión del recurso» cuando éste careciera de contenido, e innovando profundamente los dos grandes recursos sociales —la casación y la suplicación—, cuya frontera dejó de ser la cuantía del asunto. El recurso de suplicación pasó a ser procedente frente a las sentencias (con algunas excepciones) dictadas por los Juzgados de lo Social, mientras que la casación sólo era posible frente a las sentencias dictadas en única instancia por las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia o la Audiencia Nacional.

			Por otra parte, la LPL de 1990 creó el importantísimo recurso de casación para la unificación de doctrina, que dos años después (Ley 10/1992) adoptó la jurisdicción contencioso-administrativa. Este recurso tiene un lejano, pero sólo lejano, parentesco con el precedente recurso en interés de la ley. En efecto, la interposición del desaparecido recurso en interés de la ley procedía ante el Tribunal Supremo frente a sentencias del Tribunal Central de Trabajo cuya doctrina se consideraba errónea o dañosa; lo característico del recurso era que, si se estimaba, la sentencia del TS no casaba y anulaba el fallo impugnado ni alteraba la situación jurídica particular creada por la sentencia impugnada, sino que tenía meros efectos doctrinales. El alcance del nuevo recurso de casación para la unificación de doctrina es muy distinto; la razón de ser de este recurso es la existencia de una pluralidad de Tribunales Superiores de Justicia y Salas de lo Social encargados de resolver los recursos de suplicación frente a las sentencias de los Juzgados de lo Social, un problema que no existía cuando la doctrina de suplicación emanaba en exclusiva del Tribunal Central de Trabajo, único y de ámbito nacional. La posibilidad (y realidad) de sentencias sociales de Tribunales Superiores discrepantes entre sí o con sentencias del Tribunal Supremo exigió que el legislador arbitrara un sistema de unificación de la doctrina judicial, a través del citado recurso de casación para la unificación de doctrina, recurso al que dedica la mayor parte de su actividad la Sala de lo Social del TS, pese a que se trata de un recurso de difícil admisión, ya que exige que se pruebe que en asuntos prácticamente idénticos hayan recaído sentencias contradictorias.

			En fin, la LPL de 1990 procedió a modificar, también profundamente, diversos y complejos aspectos de la ejecución de las sentencias, particularmente los relativos a las ejecuciones dinerarias, las ejecuciones de sentencias recaídas en procesos de despidos y las ejecuciones provisionales.

			
3. EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PROCEDIMIENTO LABORAL DE 1995

			Siguiendo la tradición en la materia, la LPL de 1990 fue derogada cinco años más tarde por el Texto Refundido aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, fruto de una tramitación también complicada, pues el plazo de seis meses que la Ley 11/1994 (Disp. Final 5.ª) concedió al Gobierno para elaborar un texto refundido fue incumplido, siendo preciso que otra Ley, la 42/1994, de medidas fiscales, administrativas y del orden social, abriera un nuevo plazo por otros tres meses.

			La nueva refundición se hacía eco de numerosos cambios del Derecho laboral sustantivo, e incorporaba modificaciones legales parciales que venían afectando a la LPL. En cuanto a lo primero, la LPL de 1995 adaptó a la materia procesal las muy importantes modificaciones de nuestro mercado de trabajo llevadas a cabo por la Ley 11/1994, de 19 de mayo, que afectaron de modo muy relevante, entre otras normas, al Estatuto de los Trabajadores y a la propia Ley de Procedimiento Laboral. También incorporó la LPL de 1995 consecuencias procesales de la regulación de las empresas de trabajo temporal por la Ley 14/1994, de 1 de junio, y de la modificación del régimen electoral de los órganos representativos del personal de las Administraciones públicas llevada a cabo por la Ley 18/1994, de 30 de junio.

			El texto refundido de 1995 incidió profundamente en la ordenación de los procesos sobre los despidos disciplinarios y por causas objetivas, sobre movilidad geográfica y modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, sobre procedimientos electorales laborales, sobre empresas de trabajo temporal, etc.

			Sucesivas reformas continuaron afectando a la regulación del proceso laboral. Así vino ocurriendo con una larga serie de leyes: Ley 1/1996, de Asistencia Jurídica Gratuita, Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 1998, Ley 39/1999 de conciliación de la vida familiar y laboral, Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000, Ley 45/2002 de medidas urgentes para la reforma del sistema de desempleo, Ley de Planes y Pensiones de 2002, Ley Concursal y Ley de Empleo, ambas de 2003, Ley de reforma de la del Poder Judicial también de 2003, Ley de Disposiciones específicas en materia de Seguridad Social asimismo de 2003, más diversas leyes de medidas fiscales, administrativas y del orden social (50/1998, 24/2001 y 62/2003).

			Posteriormente, siguieron incidiendo sobre la regulación del proceso laboral otras muchas reformas. Bastará con citar la Ley Orgánica 3/2007, de Igualdad efectiva de mujeres y hombres, una extensa norma «transversal», que modificó normas laborales y no laborales, la Ley 20/2007, del Estatuto del Trabajo Autónomo, la Ley 13/2009, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial y el RDL 10/2010 (tramitado luego como Ley 35/2010), de medidas urgentes del mercado de trabajo.

			
4. LA LEY 36/2011, REGULADORA DE LA JURISDICCIÓN SOCIAL (LJS)

			La vigente Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora del proceso laboral (más que de la jurisdicción laboral, como dice su nombre rompiendo una larga tradición) mantiene la estructura de la LPL de 1995, pero introduce muchas y profundas innovaciones de las que irá tratando esta obra, y que se centran en dos objetivos: la ampliación del ámbito sustantivo del orden social de la jurisdicción y consiguiente incorporación de nuevas modalidades procesales y la adopción de medidas de agilización de la tramitación procesal, entre las que sobresale la introducción de un nuevo proceso monitorio. En el interminable camino de las reformas laborales, el RDL 3/2012, de 10 de febrero, tramitado luego como Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral (en lo sucesivo, LRML-2012), introdujo cambios de gran calado en el proceso laboral (y, por tanto, en la Ley de la Jurisdicción Social), de acuerdo con las extensas y profundas modificaciones operadas por dicha reforma en el ámbito del Derecho sustantivo del Trabajo.

			Con posterioridad, el RDL 11/2013, de 2 de agosto (tramitado luego como Ley 1/2014, de 28 de febrero), modificó el artículo 124 LJS, dedicado a regular el proceso de despido colectivo, y el artículo 247 LJS, regulador de la ejecución en los procesos sobre conflictos colectivos. Más recientemente, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas (LPAC) ha introducido diversas modificaciones en la LJS, con entrada en vigor el 2 de octubre de 2016.

			El estudio sistemático y actualizado de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social constituye precisamente la finalidad de los capítulos que siguen.

		

	
		
			CAPÍTULO II

			
LA SOLUCIÓN JURISDICCIONAL DE LOS CONFLICTOS DE TRABAJO

			
I. LOS CONFLICTOS DE TRABAJO Y SUS VÍAS DE SOLUCIÓN

			La solución jurisdiccional de los conflictos de trabajo es una especie del género «medios de solución de los conflictos de trabajo». Estos medios o vías para promover la solución de conflictos laborales pueden, en efecto, revestir diversas modalidades:

			a) Solución autónoma pura, mediante el acuerdo o avenencia entre las propias partes en discordia, sea ésta de naturaleza individual o colectiva, se acompañe o no de actos de presión (v. gr., huelga) de una parte sobre la otra; tal solución elimina de raíz la necesidad de acudir a una instancia distinta de las partes en búsqueda de una solución del conflicto.

			b) Solución autónoma con intervención, no dirimente, de un tercero —mediador1 o conciliador2— que ofrece sus buenos oficios para aproximar las posiciones de las partes y propiciar que éstas lleguen a un acuerdo, cuya adopción compete a ellas3.

			c) Solución «heterónoma», decidida por una instancia distinta de las propias partes, habilitada para resolver el conflicto, pero desprovista de naturaleza jurisdiccional (árbitro individual o colegiado, público o privado, institucional o ad hoc, establecido por ley o por convenio colectivo)4.

			d) Solución heterónoma, decidida por una instancia distinta de las propias partes, habilitada para resolver el conflicto y dotada de naturaleza jurisdiccional, esto es, integrada en el Poder Judicial del Estado.

			Esta última vía de solución de conflictos presenta, pues, una doble peculiaridad: de un lado, peculiaridad de los órganos (jueces y tribunales jurisdiccionales) que llevan a cabo la denominada «prestación de actividad jurisdiccional» (GUASP); de otro lado, peculiaridad de las actuaciones que han de llevarse a cabo para obtener dicha prestación jurisdiccional, esto es, peculiaridad del «proceso».

			
II. SOLUCIONES JUDICIALES Y EXTRAJUDICIALES DE LOS CONFLICTOS LABORALES

			La característica necesaria y suficiente que permite distinguir la vía de solución jurisdiccional de conflictos laborales frente a las demás es la intervención del Estado ejercitando su poder de administrar justicia, conociendo y resolviendo a través de los correspondientes órganos específicos (jueces y tribunales) determinadas peticiones (justamente, las que se refieren a la llamada «rama social del Derecho», cuyo alcance será estudiado con detalle más adelante), y por el cauce de ciertos procedimientos predeterminados por la ley (los «procesos» o «procedimientos» laborales).

			La institución orgánica de la Jurisdicción y su correlato procesal —que cuentan con expresos reconocimientos internacionales5— se insertan plenamente en el ámbito del Derecho público. Si el primer propósito que el Preámbulo de la Constitución asigna a la Nación española es el de «establecer la justicia» (el propio Preámbulo marca las metas de «un orden económico y social justo» y del «imperio de la ley», mientras que el art. 1.1 de la Constitución proclama como uno de los valores superiores de nuestro Ordenamiento el de la «justicia»), nada más congruente que el establecimiento por el Estado, en cuanto personificación jurídica de la Nación, de un sistema orgánico y procedimental público destinado a hacer efectiva la justicia (a «obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales»: art. 24.1 CE). Por ello dice con la mayor solemnidad el artículo 117.1 de la Constitución que «la justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del Poder Judicial […] sometidos únicamente al imperio de la ley», recalcando el artículo 117.3 de la Ley fundamental que «el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los juzgados y tribunales determinados por las leyes […]».

			Estado y Ley son, en definitiva, referencias imprescindibles para entender el sentido de la solución jurisdiccional de los conflictos (incluidos por supuesto los de trabajo).

			Dicha solución jurisdiccional aventaja sin duda a las demás vías resolutorias de conflictos en autoridad, solemnidad, coercibilidad y formalismo; pero no cabe ignorar que estos valores despiertan en nuestro tiempo menos entusiasmo que en otras épocas, y que va cediendo su prestigio ante el de la utilidad y la eficacia. De aquí el protagonismo que en algunos ámbitos de conflicto —piénsese en los disensos en materia de consumo, cada vez más numerosos, y necesitados de vías rápidas y efectivas de solución— cobran actualmente las soluciones privadas, extrajudiciales (arbitrales), que relegan —también en este dominio de actuación «prestacional» del Estado— el papel del poder público.

			En materia laboral cuenta también con una consolidada y justificada tradición la solución extrajudicial de ciertos conflictos: los llamados «económicos», «de intereses» o «de regulación», cuya esencia consiste, no en la aplicación del Derecho sino en la pretensión de que se establezca, o se modifique o se suprima una determinada regulación. Nada más lógico que estos conflictos, más de oportunidad que de Derecho, queden fuera del ámbito de la jurisdicción y correspondan al de la conciliación, la mediación o el arbitraje.

			Tras repetidos e infructuosos intentos de crear instituciones voluntarias de solución de conflictos colectivos (Acuerdo Básico Interconfederal, 1979; Acuerdo Marco Interconfederal, 1980; Acuerdo Interconfederal, 1983; Acuerdo Económico y Social, 1984), el Acuerdo Interconfederal de 25 de enero de 1996 sobre Solución Extrajudicial de Conflictos Colectivos (ASEC) estableció un sistema de mediación y arbitraje para la solución de conflictos de ámbito superior a la Comunidad Autónoma; sistema continuado hoy por el V Acuerdo sobre Solución Autónoma de Conflictos (ASAC V, 2012-2016, prorrogado). En ámbitos autonómicos existen asimismo acuerdos reguladores de procedimientos similares; y los Consejos de Relaciones Laborales radicados en algunas Comunidades tienen entre sus funciones la de promover la mediación y el arbitraje en los conflictos colectivos.

			También en materia de conflictos individuales quiso el legislador, hace casi cuatro décadas, posibilitar la solución extrajudicial. En efecto, el Real Decreto-Ley 5/1979, de 26 de enero (que creó el Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación), ideó unos Tribunales Arbitrales Laborales, con los que se quería renovar la vieja tradición paritaria en materia de solución de conflictos laborales en nuestro país, y que habían de conocer de «todas las controversias, tanto individuales como colectivas, de trabajo», no en sustitución, pero sí en concurrencia con los órganos jurisdiccionales. Lo cierto es que esta institución arbitral en la que algunos veían una prometedora vía de agilización de la «justicia social» y otros un peligroso competidor de la jurisdicción, no llegó a funcionar al no aprobarse las necesarias normas de procedimiento. Más recientemente, el artículo 91.5 del ET contempla la posibilidad de mediaciones y arbitrajes laborales individuales.

			Con independencia de los objetos litigiosos sustraídos legalmente a la competencia jurisdiccional, debe destacarse que, en todo caso, las comisiones paritarias de los convenios colectivos están legitimadas para conocer de los conflictos que se planteen en aplicación de los convenios colectivos (art. 91 ET). Sin perjuicio de que cuando lo ordene el convenio será preceptivo acudir a dichas comisiones, la actividad conciliadora, mediadora o arbitral de éstas no excluye en ningún caso la posibilidad de reclamar ulteriormente en vía judicial. Cuando la comisión intervenga en un conflicto colectivo, su actividad podrá ser, según se haya previsto en el propio convenio, consultiva, vía previa (a la jurisdiccional) o plenamente decisoria; pero incluso en este último supuesto queda abierta la posibilidad de impugnación jurisdiccional de la resolución de la comisión, sin perjuicio del valor cualificado que debe otorgarle el juzgador (MARTÍNEZ GIRÓN). Cuando la comisión intervenga en conflictos individuales, su decisión («dictamen» suele llamarla la jurisprudencia, reticente hacia la actividad paralela de las comisiones de convenios) no cierra tampoco el ulterior acceso a la jurisdicción.

			Con todo, esa multiplicación de esfuerzos en pro de la solución extrajudicial de los conflictos laborales no impide que la vía jurisdiccional siga siendo hoy, entre nosotros, la más importante y utilizada.

			
III. UNIDAD DE JURISDICCIÓN Y ORDEN JURISDICCIONAL SOCIAL

			En nuestro Derecho no existe una jurisdicción específica, dotada de autonomía orgánica, para la solución de los conflictos de trabajo. Al contrario, «el principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los tribunales» en nuestro país, como dice el artículo 117.5 de la Constitución. Puesto que la jurisdicción «como potestad de administrar justicia es única» (GUASP) y, por ello, se extiende «a todas las materias» litigiosas (art. 4 LOPJ), no cabe hablar con propiedad de una jurisdicción laboral o social, ni de una jurisdicción civil, ni de una jurisdicción penal, ni de una jurisdicción contencioso-administrativa6, sino, como hace con toda intención la LOPJ, de simples «órdenes jurisdiccionales» dentro de la jurisdicción única; órdenes que existen y operan según un principio de división del trabajo, que reparte entre esos «órdenes» los diversos «casos», «materias» o «pretensiones» susceptibles de planteamiento en vía judicial.

			La concepción de la jurisdicción, tanto en la Constitución (art. 123.1, que alude a «todos los órdenes» jurisdiccionales) como, en detalle, en la LOPJ (especialmente, art. 9), se basa, por tanto, en la unidad de aquélla, pero no en su uniformidad: el hecho de que no haya varias jurisdicciones (por consiguiente, tampoco hay una jurisdicción laboral en sentido propio), no implica que los mismos jueces y tribunales conozcan promiscua e indiferenciadamente de todo tipo de contiendas (civiles, penales, sociales, contencioso-administrativas). Al contrario, hay una atribución especializada de asuntos a cada orden, completada con una atribución adicional de carácter residual en favor del orden civil: éste conoce de «todas aquellas [materias] que no están atribuidas a otro orden jurisdiccional» (art. 9.2 LOPJ).

			Los órganos del orden social de la jurisdicción se especifican frente a los de los demás órdenes en atención a la clase de solicitudes, reclamaciones o pretensiones que cabe someter a su conocimiento y decisión. De aquí la importancia extrema que tiene la delimitación de la «materia contenciosa laboral» (según la expresión clásica de ALONSO OLEA) u «objeto litigioso» (FÁBREGA), de que se trata más adelante.

			
IV. LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL ORDEN SOCIAL

			La actual configuración de los órganos de la jurisdicción (incluidos, naturalmente, los del orden social) tiene su punto de partida inicial en la honda transformación promovida por la Constitución de 1978, al disponer —en un lugar no apropiado técnicamente, pero explicable por razones políticas: el Capítulo III del Título VIII, dedicado a tratar «De las Comunidades Autónomas»— que «un Tribunal Superior de Justicia […] culminará la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma» (art. 152.1, párrafo segundo).

			Este mandato constitucional dio lugar a la regulación por la LOPJ de los Tribunales Superiores de Justicia (órganos en las Comunidades Autónomas pero no de ellas) y, dentro de ellos, de las Salas de lo Social; órganos a los que la LOPJ sumó uno de nueva creación —la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional— y otros heredados de la legislación anterior: la Sala de lo Social del Tribunal Supremo (que de ser la Sala VI pasó a ser la Sala IV) y los Juzgados de lo Social, denominación que recibieron las Magistraturas de Trabajo, tanto para homogeneizar la nomenclatura (Juzgados de lo Social, igual que Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de lo Penal, de lo Mercantil, de lo Contencioso-administrativo, de Menores, de Vigilancia Penitenciaria y de Violencia sobre la Mujer: art. 26 LOPJ, versión actual) como para relegar el nombre de una caracterizada realización de la política jurisdiccional del franquismo.

			En resumen, el conocimiento y decisión de los litigios promovidos en la rama social del Derecho corresponde a cuatro distintos tipos de órganos judiciales: a) Juzgados de lo Social; b) Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia; c) Sala de lo Social de la Audiencia Nacional; y d) Sala IV, de lo Social, del Tribunal Supremo.

			Posponiendo, por razones sistemáticas, el análisis de las competencias funcionales y territoriales de dichos órganos (análisis al que ha de preceder el del ámbito sustantivo del Orden Social de la Jurisdicción), nos limitaremos a consignar sucintamente en este momento la estructura de los referidos órganos judiciales.

			a) Los Juzgados de lo Social están constituidos por jueces unipersonales y su ámbito territorial es el provincial, si bien en numerosas provincias hay más de un juzgado y existen juzgados establecidos en poblaciones distintas de la capital de provincia, según la previsión del artículo 92.1 LOPJ (casos de Algeciras, Avilés, Cartagena, Éibar, Elche, etc.). El citado artículo de la LOPJ prevé la posibilidad de que excepcionalmente un Juzgado de lo Social extienda su jurisdicción a dos o más provincias dentro de la misma Comunidad Autónoma (art. 92.2 LOPJ).

			b) Las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia —pieza fundamental de la actual organización jurisdiccional en el orden social— poseen carácter colegiado (Presidente y Magistrados), y se establecen, en cumplimiento del mandato constitucional ya aludido —artículo 152.1, párrafo segundo— en los Tribunales Superiores con sede en el territorio de las distintas Comunidades Autónomas. En algunos de estos Tribunales existe más de una Sala de lo Social (3 en el de Andalucía —Sevilla, Granada y Málaga—; 2 en el de Canarias —Las Palmas y Santa Cruz de Tenerife—; 2 en el de Castilla y León —Burgos y Valladolid—).

			La planta de estas Salas se halla fijada por la LDPJ, con el propósito de que aquélla se complete según «criterios de gradualidad» (art. 36 LDPJ).

			c) La Sala de lo Social de la Audiencia Nacional —Tribunal éste cuyo mantenimiento levantó en su día controversias, tanto técnicas como políticas— se compone de Presidente y Magistrados (LDPJ, Anexo III) y su jurisdicción es de ámbito nacional (art. 1 LDPJ).

			d) La pirámide orgánica que compone el orden social de la jurisdicción tiene su vértice en la Sala IV, de lo Social, del Tribunal Supremo, «órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes», como dice el artículo 123.1 Const., y repite el artículo 53 LOPJ, y «con jurisdicción en toda España» (arts. cits.), integrada por Presidente y Magistrados (LDPJ, Anexo II).

			
				
					1 Ver los casos de mediación previstos en los arts. 89.4 ET, 156 LJS y 12.3 LOSITSS.

				

				
					2 Ver art. 156 LJS y art. 12.3 LOSITSS.

				

				
					3 Ver art. 24 DLRT.

				

				
					4 Ejemplos de arbitraje laboral: arts. 76 (arbitraje en materia electoral), 82.3 (arbitraje en procedimientos de inaplicación o «descuelgue» de convenios), 85.1 (arbitraje para dirimir discrepancias en períodos de consultas) y 91.2 ET (arbitraje para aplicar e interpretar convenios colectivos). Sobre el arbitraje encomendado a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, ver art. 12.3 LOSITSS. En cuanto a las mediaciones y arbitrajes laborales gestionados por el SIMA, ver el prorrogado V Acuerdo sobre Solución Autónoma de Conflictos Laborales (ASAC V), 2012-2016.

				

				
					5 Así, art. 8 de la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948); art. 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966); art. 47 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea (2000).

				

				
					6 Pese a ello, la Ley 36/2011, de 10 de octubre, adopta el nombre de «Ley reguladora de la Jurisdicción Social», que sustituye al tradicional de «Ley de Procedimiento Laboral», a imitación de la denominación de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO III

			
ÁMBITO SUSTANTIVO DEL ORDEN SOCIAL DE LA JURISDICCIÓN

			Partiendo del presupuesto de la potestad jurisdiccional que todos los órganos judiciales tienen, y antes de entrar en el examen de las competencias de los del orden social, no estará de más recordar la clásica distinción entre jurisdicción y competencia de los órganos judiciales: mientras que la primera posee una dimensión antes constitucional que procesal, en cuanto que se refiere al poder del Estado de administrar justicia, satisfaciendo el derecho constitucional a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), la competencia posee una dimensión típicamente procesal, en cuanto que se refiere al ámbito de actuación que le es propio a cada órgano judicial, del que no puede salirse y que tampoco puede ser invadido por otro juez o tribunal.

			
I. LA «RAMA SOCIAL DEL DERECHO» Y EL ÁMBITO SUSTANTIVO DEL ORDEN SOCIAL DE LA JURISDICCIÓN

			
1. DELIMITACIÓN GENERAL DEL ÁMBITO SUSTANTIVO DEL ORDEN SOCIAL JURISDICCIONAL


			Existe un ámbito sustantivo o material, determinante de la «competencia objetiva» (arts. 45 ss. LEC) formado por las relaciones jurídicas que acceden, sub specie litigiosa, a los órganos judiciales del orden social.

			Se da, de este modo, una necesaria correspondencia entre «orden social» de la jurisdicción y del proceso, y «orden» u «ordenamiento» laboral sustantivo. La «materia contenciosa laboral» es por ello «uno de los puntos esenciales de contacto del Derecho material del trabajo con el Derecho procesal del trabajo» (ALONSO OLEA).

			La Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social, dedica el Título I del primero de sus cuatro libros a la regulación «Del ejercicio de la potestad jurisdiccional», con el fin de determinar los asuntos que pueden ser planteados ante los juzgados y tribunales del orden jurisdiccional social y resueltos por ellos a través de los procesos de trabajo. A tal efecto, la ley delimita el ámbito de dicho orden (o, impropiamente, jurisdicción) mediante una inicial aproximación general (art. 1) y dos sucesivas regulaciones detalladas: una, relacionando las concretas materias incluidas en dicho ámbito jurisdiccional (art. 2) y, otra, relacionando las concretas materias excluidas de ese ámbito (art. 3).

			A) Delimitación positiva genérica: los conflictos planteados en la «rama social del Derecho»

			La LJS traza por lo pronto una caracterización muy genérica de la «materia contenciosa», «objeto litigioso» o «cuestión litigiosa», según las distintas terminologías, que opera como presupuesto sustantivo del ejercicio de la jurisdicción, disponiendo que el orden social de ésta conocerá «las pretensiones que se promuevan dentro de la rama social del Derecho» (art. 1 LJS).

			Aunque la invocación a la «rama social del Derecho» bastaría por sí misma para fijar el contenido y los límites del orden social de la jurisdicción, pues tal rótulo refiere sin dificultad a la materia jurídica que compone el Derecho del Trabajo y el de la Seguridad Social; pese a ello, decimos, la LJS mantiene la tradición de anticipar una primera enumeración o especificación, todavía muy amplia, de las distintas materias contenciosas susceptibles de ser planteadas, conocidas y resueltas en la vía jurisdiccional social.

			En este sentido, el propio artículo 1 de la LJS especifica que las pretensiones promovidas en la rama social del Derecho (que comprende «materias laborales y de Seguridad Social») y encomendadas al orden social de la jurisdicción, pueden plantearse «tanto en su vertiente individual como colectiva». Como novedad destacada, el precepto incluye expresamente como materias litigiosas sociales «las impugnaciones de las actuaciones de las Administraciones públicas realizadas en el ejercicio de sus potestades y funciones sobre las anteriores materias» (laborales y de Seguridad Social).

			B) Delimitación positiva específica: los concretos conflictos de orden social

			La brevedad del artículo 1 LJS queda compensada a través de la minuciosa relación de concretas materias litigiosas que el artículo 2 de la propia LJS encomienda al orden social de la jurisdicción, siguiendo, por otra parte, la útil técnica enumerativa de las precedentes Leyes de Procedimiento Laboral de 1980, 1990 y 1995. El estudio sistematizado de las diversas «cuestiones litigiosas» que relaciona el artículo 2 LJS se lleva a cabo en el apartado II de este Capítulo.

			
2. DELIMITACIÓN NEGATIVA: MATERIAS EXCLUIDAS DEL ORDEN SOCIAL


			La enumeración de las distintas materias contenciosas laborales (enumeración no cerrada, pues el artículo 2 LJS, previsoramente, y siguiendo con ello el ejemplo de la Leyes de Procedimiento Laboral de 1980, 1990 y 1995, atribuye a los órganos jurisdiccionales sociales el conocimiento de «cualesquiera otras cuestiones que les sean atribuidas por normas con rango de ley») supone, al tiempo que una delimitación positiva —cuáles son las materias encomendadas al orden social— una delimitación negativa —todas las demás materias contenciosas son ajenas al conocimiento del orden social.

			No obstante ello, la LJS ha considerado pertinente seguir la técnica, observada también en el Estatuto de los Trabajadores para delimitar su ámbito (art. 1.3), de fijar exclusiones expresas, sin duda con el fin laudable de disipar dudas en cuestiones que han dado o pueden dar lugar a ellas.

			A ambas cuestiones —inclusiones y exclusiones expresas— nos referiremos en adelante con la detención que requieren.

			
II. ANÁLISIS DE LAS CUESTIONES LITIGIOSAS DE ORDEN SOCIAL

			Una sistematización de las cuestiones litigiosas encomendadas por el artículo 2 LJS al orden social de la jurisdicción puede ser la siguiente:

			
1. CONFLICTOS LABORALES INDIVIDUALES


			Son éstos básicamente los conflictos que se plantean entre empresario y trabajador derivados del contrato de trabajo, más algunos otros litigios de los que ha de tratarse en este apartado.

			El artículo 1 LJS atribuye al orden social de la jurisdicción el conocimiento de «las pretensiones que se promuevan dentro de la rama social del Derecho […] en su vertiente individual […]». No hay novedad en encomendar la solución de los clásicos conflictos individuales entre trabajadores y empresarios a dicho orden jurisdiccional. No obstante, debe insistirse en la posibilidad de soluciones extrajudiciales, arbitrales, de conflictos individuales, abierta por el artículo 91, párrafo final, del ET, aunque ésta sea una vía prácticamente inédita.

			La generalidad de los conflictos individuales de trabajo se canaliza a través de los trámites del proceso ordinario de trabajo (arts. 76 ss. LJS); otros litigios individuales, sin embargo (despidos disciplinarios y por causas objetivas, reclamaciones de salarios de tramitación al Estado, vacaciones, clasificación profesional, movilidad geográfica y modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral, tutela de derechos fundamentales, procesos de oficio y de impugnación de actos administrativos de contenido laboral: arts. 102 ss. LJS), se instrumentan a través de procesos o «modalidades procesales» especiales.

			Los conflictos laborales individuales pueden clasificarse del siguiente modo:

			A) Conflictos entre trabajadores y empresarios derivados del contrato de trabajo

			El artículo 2.a) LJS concreta el sentido del conflicto individual de trabajo, especificando que es el que se promueve «entre empresarios y trabajadores como consecuencia del contrato de trabajo», fórmula idéntica a la del art. 2.a) LPL-1995 y coincidente en sustancia con la algo más compleja que ofrecía el artículo 1.1 LPL-80 al referirse a los «[...] conflictos individuales que se produzcan entre empresarios y trabajadores [...] como consecuencia del contrato de trabajo», y también coincidente, si no en la literalidad de la fórmula sí en el fondo, con la mención del artículo 25.1 LOPJ a los conflictos «en materia de derechos y obligaciones derivados del contrato de trabajo».

			El citado artículo 2.a) LJS añade a la anterior fórmula una nueva cláusula referida genéricamente a las cuestiones litigiosas que se promuevan en el ejercicio de «los demás derechos y obligaciones en el ámbito de la relación de trabajo»; cláusula redundante en cuanto que con ella la ley se está refiriendo de nuevo a litigios sobre derechos y obligaciones derivados del contrato de trabajo.

			El supuesto típico, y más significativo, de conflicto individual de trabajo es el que enfrenta a las partes o sujetos de un contrato de trabajo, esto es, a un empresario y un trabajador a su servicio; ya hemos indicado que la LOPJ y la LJS mencionan específicamente al contrato de trabajo como soporte sustantivo de la litigiosidad laboral «individual».

			B) Conflictos entre un trabajador y más de un empresario

			El conflicto puede oponer también a un trabajador frente a más de un empresario. Tal ocurre en el caso de cotitularidad empresarial (v. gr., guarda que custodia simultáneamente varias fincas de diversos titulares) y también en los supuestos de responsabilidad empresarial plural y solidaria derivada de contratas y subcontratas (art. 42 ET), cesiones de trabajadores (art. 43 ET) y sucesiones de empresa (art. 44 ET).

			C) Conflictos entre trabajadores

			Importa destacar la desaparición (desde la LPL-90), de un curioso supuesto litigioso al que sí aludía la LPL-80: el conflicto individual «entre los trabajadores del mismo o distintos empresarios, como consecuencia del contrato de trabajo» (art. 1.1 LPL-80). De litigios entre trabajadores de un mismo empresario existe una exigua jurisprudencia (noticiada por DE LA VILLA et al.), y, pese a la infrecuencia del supuesto, no cabe excluirlo sin más, como hace la vigente LJS: piénsese, por ejemplo, en la posibilidad de conflictos sobre ascensos, disfrute de vacaciones u otros beneficios reconocidos por el empresario a un trabajador en perjuicio o con postergación de otro trabajador. La propia LJS recoge en su artículo 125.d) un concreto caso de demanda de un trabajador contra otro u otros: en los procesos sobre fijación de fechas del disfrute de las vacaciones, «cuando el objeto del debate verse sobre preferencias atribuidas a determinados trabajadores, éstos también deberán ser demandados». Por su parte, el artículo 138.2 LJS (redactado por la LRML-2012) dispone, en los procesos sobre movilidad geográfica y modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, que «cuando el objeto del debate verse sobre preferencias atribuidas a determinados trabajadores, éstos también deberán ser demandados». Un supuesto análogo podrá plantearse en aplicación del artítulo 51.5 ET (redactado por LRML-2012) cuando se discuta la preferencia de permanencia en la empresa de un trabajador frente a otro en caso de despido colectivo.

			Piénsese asimismo en la situación litigiosa a que podría dar lugar el rebuscado supuesto del artículo 53.2 ET: si, durante el plazo de preaviso correspondiente al despido por causas objetivas de un trabajador discapacitado, el representante legal de éste (si fuera trabajador de otra empresa) no dedicara la licencia semanal que la ley le reconoce para buscar nuevo empleo al despedido, parece que éste podría demandarle en reclamación de los perjuicios correspondientes.

			D) Objeto de los conflictos derivados del contrato de trabajo

			Las variedades que caben dentro del conflicto derivado del contrato de trabajo son múltiples: litigios sobre validez del contrato; sobre capacidad contractual de las partes; sobre cumplimiento de las obligaciones contractuales; sobre subrogación empresarial y cesión de trabajador; sobre movilidad geográfica y modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo; sobre suspensiones, reducciones de jornada y extinciones contractuales; sobre clasificación profesional y valoración de puestos de trabajo (TS, Sala de Conflictos de Competencia, Auto de 8 de marzo de 1991), etc.

			E) Conflictos sobre pactos accesorios y preliminares

			Asimismo se incluyen dentro del conflicto individual de trabajo los llamados, con toda precisión, «pactos accesorios y preliminares» (ALONSO OLEA y ALONSO GARCÍA). De los primeros vienen ocupándose la doctrina y la jurisprudencia, al admitir como laborales los litigios sobre anticipos y préstamos a trabajadores, cesiones de viviendas (TSJ Murcia, de 16 de febrero de 1993; TSJ Andalucía/Granada, de 24 de enero de 2013), concierto de seguros, etc. En tal sentido, el artículo 2.q) LJS acoge expresamente uno de estos casos que, parafraseando la definición del accidente de trabajo, habría que llamar conflictos «con ocasión» del contrato de trabajo: el litigio sobre prestaciones derivadas de un contrato de seguro «siempre que su causa derive de un contrato de trabajo» (así, TS de 15 de noviembre de 1990 declara competente al orden social para conocer la reclamación sobre indemnización de daños y perjuicios amparada en póliza de accidente laboral). Igualmente corresponde a la jurisdicción social el conocimiento de los pleitos sobre tratos preliminares a la contratación laboral, precontratos de trabajo, procesos de selección de personal, etc. (LASAOSA; TS/CIV de 21 de mayo de 2009).

			Incluso sin existir contrato de trabajo puede darse un conflicto dirimible ante el orden jurisdiccional social; así ocurre con quien, hallándose en lista de espera para ser contratado, según lo previsto en convenio colectivo, no recibe oferta para ocupar vacante y formula demanda para que se le contrate y se le indemnice hasta que ello ocurra (TSJ Andalucía/Sevilla, de 18 de marzo de 1992).

			F) Conflictos derivados de relaciones laborales especiales

			Dentro de las cuestiones litigiosas que se promuevan entre trabajadores y empresarios como consecuencia del contrato de trabajo, hay que considerar incluidos —aunque la LJS no haga expresa mención de ellos, sin duda por considerarlos implícitos en la mención general del artículo 2.a) (cuestiones litigiosas en materia de «contrato de trabajo»)— los conflictos que tienen su causa en relaciones especiales de trabajo (altos cargos, empleados de hogar, deportistas, artistas, etc.).

			Algunas de las normas ordenadoras de dichas relaciones realizan una atribución específica del conocimiento de los conflictos que puedan surgir entre los sujetos de la relación especial al Orden Social de la Jurisdicción. Tal ocurre respecto del personal de alta dirección (RD 1.382/1985, de 1 de agosto, art. 14), personal al servicio del hogar familiar (RD 1.620/2011, de 12 de noviembre, art. 13), deportistas profesionales (RD 1.006/1985, de 26 de junio, art. 19), artistas de espectáculos públicos (RD 1.435/1985, de 1 de agosto, art. 11), minusválidos que trabajan en Centros Especializados de Empleo (RD 1.368/1985, de 17 de julio, Disp. Adic. 3.ª) y abogados al servicio de despachos de abogados (RD 1.331/2006, de 17 de noviembre, Disp. adic. 3.ª).

			Respecto de otras relaciones especiales de trabajo, la atribución de jurisdicción al orden social no es tan directa, aunque no por ello deja de darse; así, en el caso de los mediadores en operaciones mercantiles por cuenta ajena, la norma reguladora (RD 1.438/1985, de 1 de agosto) comienza encomendando el conocimiento de los posibles conflictos a la «jurisdicción competente» (art. 5), sin más precisión. El artículo 11.3 del citado Decreto, sin embargo, puntualiza que la determinación de la «indemnización por la clientela» compete, en caso litigioso, al Magistrado de Trabajo (hoy, juez de lo social).

			Algo parecido ocurre en relación a los internos en establecimientos penitenciarios, respecto de los cuales la Ley Orgánica General Penitenciaria (Ley 1/1979, de 26 de septiembre) se contenta con disponer que «los internos en cuanto trabajadores por cuenta ajena o socios cooperadores, asumirán individualmente la defensa de sus derechos e intereses laborales o cooperativos, que ejercitarán ante los Organismos y tribunales competentes, previa reclamación o conciliación en vía administrativa» (art. 34). Es el RD 782/2001, de 6 de julio, regulador de la relación especial de los penados, el que se preocupa de especificar que los conflictos individuales se regirán por la Ley de Procedimiento Laboral [hoy Ley reguladora de la Jurisdicción Social] (art. 1.5), y adiciona la regla relativa a la reclamación previa administrativa ante el Organismo Autónomo de Trabajo y Prestaciones Penitenciarias o sus equivalentes autonómicos (art. cit.).

			En el caso de los estibadores, la actual norma reguladora básica (Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, aprobada por RDLg. 2/2011, de 5 de septiembre) realiza una remisión al régimen común, declarando que los estibadores pueden interponer contra las empresas usuarias de sus servicios «acciones administrativas o jurisdiccionales [...] en los mismos términos previstos en la normativa laboral común» (art. 151.7).

			En cuanto a los residentes para la formación de especialistas en ciencias de la salud, el RD 1.146/2006, de 6 de octubre, no contiene atribución expresa de competencia al Orden Social, pero ésta se deduce de la remisión general a la legislación laboral (art. 1.4).

			Si los conflictos que tienen su base en relaciones especiales de trabajo son conocidos por el orden social de la jurisdicción, a fortiori han de serlo los fundados en relaciones comunes con peculiaridades: por todas, la del personal civil no funcionario al servicio de establecimientos militares (RD 2.205/1980, de 13 de junio, art. 73) y la de los trabajadores a distancia (art. 13 ET, redactado por LRML-2012).

			G) Conflictos laborales en empresas de trabajo temporal

			Legalizadas las empresas de trabajo temporal (por el RDL 18/1993, de 3 de diciembre) y reguladas (por la Ley 14/1994, de 1 de enero, y su reglamento de 1995), al orden jurisdiccional social compete conocer los litigios entre «empresarios y trabajadores como consecuencia […] del contrato de puesta a disposición» [Disp. Adic. 1.ª Ley 14/1994 y art. 2.ºa) LJS], fórmula legal que incluye tanto los conflictos entre trabajador y empresario de trabajo temporal, entre los que discurre un contrato de trabajo, como los conflictos entre trabajador y empresario usuario, entre los que discurre una relación laboral no contractual sino ex lege.

			Por el contrario, siendo de carácter civil/mercantil la relación entre empresa de trabajo temporal y empresa usuaria (Disp. Adic. 1.ª Ley 14/1994), los conflictos entre ambas no son conocidos por la jurisdicción social, sino por la civil.

			H) Relaciones excluidas de la contratación laboral y del ámbito jurisdiccional social

			Versando el objeto litigioso más característico del proceso de trabajo sobre lo que el Título I del ET llama «relación individual de trabajo» (que el art. 1.1 del propio ET refiere a aquella de la que son parte «los trabajadores que voluntariamente presten sus servicios retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito de organización y dirección de otra persona, física o jurídica, denominada empleador o empresario»), es lógico y obligado que las exclusiones de la aplicación de la ley sustantiva (el ET) se traduzcan también en exclusiones implícitas de la aplicación de la Ley Procesal Laboral. De este modo, no corresponden al conocimiento del orden social de la jurisdicción los conflictos sobre relaciones entre los funcionarios, los empleados públicos y los contratados en régimen administrativo (incluido el personal estatutario del Sistema Nacional de Salud) y las Administraciones a las que presten sus servicios (STS 9 y 17.5.2018); sobre prestaciones personales obligatorias; sobre relaciones entre miembros de órganos administradores de sociedades y éstas; sobre trabajos amistosos, benévolos y de buena vecindad; sobre trabajos familiares no retribuidos; sobre actividades de mediación mercantil por cuenta propia; sobre actividades de transporte excluidas del ámbito del ET; y, en general, sobre todo trabajo no incluido en dicho ámbito (art. 1.3 ET).

			No obstante, sí son conocidos por el orden social, por razones protectoras, ciertos litigios individuales planteados en un ámbito ajeno al contrato de trabajo; tal es el caso de los pleitos entre los trabajadores autónomos económicamente dependientes y sus clientes principales [arts. 17 LETA y 2.d) LJS].

			El artículo 2.a) LJS excluye expresamente de la competencia de la jurisdicción social los litigios planteados entre empresarios y trabajadores como consecuencia del contrato de trabajo y atribuidos por la Ley Concursal a los jueces de lo mercantil. Tales procedimientos son los contemplados en los artículos 8.2.º, 64, 65 y 66 LC respecto de las empresas declaradas en concurso de acreedores, a saber: a) los que tengan por objeto la extinción, modificación, suspensión o reducción de jornada de los contratos de trabajo en los que sea empleador el concursado; b) los que tengan su causa en la suspensión o extinción de contratos de alta dirección; y c) los que tengan por objeto la modificación de condiciones laborales establecidas en convenio colectivo. No obstante, en el enjuiciamiento de estas materias, y sin perjuicio de la aplicación de las normas específicas de la Ley Concursal, deben tenerse en cuenta los principios inspiradores de la ordenación normativa estatutaria y del proceso laboral (esto es, la legislación laboral sustantiva y procesal), según preceptúa el artículo 8.2.º LC.

			Por otra parte, las sentencias y autos dictados por Jueces de lo Mercantil en procedimientos concursales y sobre materias laborales son impugnables a través del recurso laboral de suplicación [art. 191.4.b) LJS y art. 8 LC]. Las reclamaciones de salarios e indemnizaciones por despido acordado en el seno de un concurso son conocidas por la jurisdicción social (STS 6.6.2018). También lo son las ejecuciones de créditos laborales reconocidos por sentencia del juez mercantil tras la aprobación del convenio concursal (STS 17.4.2018), así como los despidos producidos en un proceso concursal (STS 6.6.2018).

			En fin, no compete al orden social de la jurisdicción el conocimiento de cuestiones que, aunque relacionadas con el contrato de trabajo, poseen naturaleza claramente extralaboral; así, los litigios sobre retenciones salariales a cuenta del IRPF deben ser resueltos por el orden jurisdiccional contencioso-administrativo y no por el social, dada su naturaleza tributaria (STS de 2 de octubre de 1990).

			
2. IMPUGNACIÓN DE ACTOS ADMINISTRATIVOS DE CONTENIDO LABORAL; ESPECIAL REFERENCIA A LAS RECLAMACIONES CONTRA EL FONDO DE GARANTÍA SALARIAL


			A) La regla general

			La LJS ha incorporado en su artículo 2 un apartado n) que constituye una de sus más destacadas novedades. Dicho apartado, que ha sido objeto de reforma por la LRML-2012, procede a ampliar el ámbito competencial de la jurisdicción social de la LJS, dentro de la tendencia de atribuir a la jurisdicción social todas las cuestiones litigiosas de contenido laboral, con independencia de que las acciones se dirijan contra actos de sujetos (básicamente, empresarios) privados o contra actos de Administraciones y demás entes públicos.

			En tal sentido, la LJS atribuye en este precepto competencia al orden social de la jurisdicción para conocer cualesquiera impugnaciones de actos de las Administraciones públicas sujetos al Derecho administrativo en «materia laboral y sindical» que pongan fin a la vía administrativa, salvo que el conocimiento de la materia esté atribuido a otro orden jurisdiccional. Así, está expresamente encomendado al orden contencioso-administrativo [por el art. 3.a) de la propia LJS] el conocimiento de las impugnaciones frente a disposiciones administrativas generales —reglamentos, así como instrucciones y circulares— aunque tengan contenido laboral. También ciertos actos no normativos o generales de las Administraciones y entes públicos se atribuyen, como veremos en breve, a dicho orden contencioso-administrativo. Por el contrario, hoy debe entenderse, a la vista de lo dispuesto en el artículo 2.n) LJS, que la jurisdicción social es la competente para conocer determinados supuestos litigiosos que se deciden mediante resoluciones administrativas (las recaídas en conflictos sobre cesión de locales para reuniones y sobre tablones de anuncios; art. 81 ET) y que eran impugnables, curiosamente, ante la jurisdicción contencioso-administrativa y no ante la social. La jurisdicción social es competente para conocer de esas materias, dado que el ET no dispone que la impugnación de esas resoluciones se plantee ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo.

			B) La competencia sobre actos administrativos sancionadores

			La regla general de atribución de competencia a la que se viene aludiendo se concreta en un caso paradigmático: el citado artículo 2.n) LJS ha traspasado a la jurisdicción social una materia litigiosa tan tradicionalmente atribuida a la contencioso-administrativa como es la impugnación de las resoluciones de la autoridad administrativa laboral (Administración general del Estado o Comunidades Autónomas) recaídas en el ejercicio de su potestad sancionadora en materias laborales y sindicales (en realidad, éstas últimas son también laborales). El reconocimiento de esta nueva e importante competencia del orden social supone encomendar a dicho orden la potestad de revisar actos de las Administraciones dictados por éstas en ejercicio de su imperium sancionador sobre los administrados en defensa del ordenamiento laboral y del interés general.

			Sin embargo, la anterior regla conoce una excepción [contenida en el art. 3.f) LJS] consistente en que los actos administrativos sancionadores recaídos en materia de infracciones de Seguridad Social vinculadas a la liquidación de cuotas son impugnables no en vía social sino en vía contencioso-administrativa, del mismo modo que lo son las propias actas de liquidación. En aplicación de esta excepción legal, la STS de 28 de octubre de 2013 declaró la incompetencia del orden social para conocer la impugnación de una sanción impuesta por acuerdo del Consejo de Ministros basado en un acta de infracción levantada por la Inspección de Trabajo por impago de cuotas de la Seguridad Social.

			C) El caso de los procedimientos de regulación de empleo

			La LJS, en su originario artículo 2.n), procedió a atribuir también a la jurisdicción social, arrancándola a la contencioso-administrativa, otra importantísima competencia: la de conocer de la impugnación de las resoluciones administrativas de la autoridad laboral recaídas en los llamados «expedientes de regulación de empleo» (ERE), incoados para obtener la autorización administrativa entonces precisa para llevar a cabo suspensiones temporales de relaciones laborales y reducciones asimismo temporales de la jornada laboral por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción y despidos colectivos (arts. 47 y 51 ET)1. Sin embargo, ese atrevido trasvase de competencias quedó pronto sobrepasado con la promulgación del RDL 3/2012, de 11 de febrero (medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo), convertido luego en LRML-2012, que zanjó los múltiples problemas que planteaba la dualidad jurisdiccional (social y contencioso-administrativa) en los expedientes de regulación de empleo, por la vía directa y contundente de suprimir en ellos —después de casi setenta años de vigencia— la necesidad de autorización administrativa. En la actualidad, pues, la decisión de suspensión, reducción de jornada o despido colectivo por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción la adopta el empresario (con o sin acuerdo previo con los representantes de los trabajadores), siendo tal acto empresarial impugnable ante la jurisdicción social, en su doble dimensión colectiva e individual (art. 124 LJS, redactado por Ley 1/2014, de 28 de febrero).

			Las extinciones y suspensiones contractuales basadas en fuerza mayor siguen precisando, sin embargo, de constatación administrativa (arts. 47.3 y 51.7 ET, redactados por LRML-2012); ahora bien, del artículo 2.n) LJS (redactado por LRML-2012) se desprende que se ha sustraído la impugnación de las correspondientes resoluciones administrativas del orden contencioso-administrativo al que pertenecían para encomendárselas al orden social de la jurisdicción, en la línea ya descrita de dar prioridad al contenido del acto sobre la naturaleza de su autor y su régimen jurídico (ambos administrativos) [vid. Cap. XVII.IV].

			D) La exigencia de responsabilidades laborales a las Administraciones públicas

			El artículo 2.ñ) LJS encomienda a la jurisdicción social el conocimiento de los litigios que se promuevan «contra las Administraciones públicas, incluido el Fondo de Garantía Salarial, cuando les atribuye responsabilidad la legislación laboral». ¿A qué supuestos, aparte de este expreso, se está refiriendo el citado precepto? Desde luego, no se está refiriendo a las responsabilidades que puedan contraer dichas Administraciones en cuanto empleadoras de trabajadores, pues esas responsabilidades de naturaleza contractual-laboral se encuentran incluidas en otros apartados del artículo 2 [en concreto, en los apartados a), b), e) y f)]. Para averiguar el sentido del citado artículo 2.ñ) LJS es preciso acudir a sus antecedentes.

			A tal efecto, hay que recordar que el referido artículo 2.ñ) LJS refunde en un solo y breve apartado el contenido de dos apartados del artículo 2 LPL-95: el apartado e), que encomendaba al orden social conocer los litigios «contra el Estado, cuando le atribuya responsabilidad la legislación laboral», y el apartado f), que encomendaba a dicho orden conocer los litigios «contra el Fondo de Garantía Salarial, en los casos en que le atribuya responsabilidad la legislación laboral».

			El artículo 2.e) LPL-95 procedía a su vez del artículo 9.5 LOPJ, al que se había anticipado el artículo 1.2 de la LPL-80, con fórmula aún más descriptiva, a cuyo tenor se integraban en la materia contenciosa social «las reclamaciones contra el Estado, cuando éste pueda ser responsable de salarios de tramitación en proceso por despido o extinción de contratos por causas objetivas, declarados improcedentes».

			Dicha responsabilidad surge, como es sabido, cuando la sentencia declaratoria de la improcedencia del despido «se dicte transcurridos más de noventa días hábiles desde la fecha en que se presentó la demanda», en cuyo caso los salarios de tramitación que excedan de dicho período corren a cargo del Estado (art. 57 ET, desarrollado por RD 924/1982, de 17 de abril).

			Los litigios promovidos para exigir esta responsabilidad pertenecen en consecuencia, y en aplicación del actual artículo 2.ñ) LJS, al orden social de la jurisdicción; buena prueba de ello es la regulación de la respectiva modalidad procesal en los artículos 116 a 119 LJS. Ahora bien, la amplitud de la fórmula utilizada por dicho artículo 2.ñ) LJS lleva a interpretar que bajo ella quedan comprendidas otras posibles responsabilidades laborales, no sólo del Estado sino de Administraciones autonómicas y locales; responsabilidades derivadas de obligaciones nacidas en el ámbito de la rama social del Derecho, aunque distintas de las que les puedan corresponder como empleadoras de trabajadores y frente a éstos.

			El artículo 2.ñ) LJS sí alude expresamente como materia litigiosa social a las reclamaciones contra el Fondo de Garantía Salarial respecto de las responsabilidades de éste previstas en la legislación laboral. La LJS sigue con ello la directriz de la LPL-95, basada a su vez en la Ley 20/1988, de 14 de julio, modificativa de varios artículos de la LPL-80, que incluyó en la materia contenciosa social las reclamaciones «que se deriven por las responsabilidades previstas en el artículo 33 del Estatuto de los Trabajadores contra el Fondo de Garantía Salarial», ente cuyo carácter de organismo autónomo del Estado recordaba la E. de M. de la citada Ley 20/1988, para justificar que las reclamaciones contra el Fondo son también reclamaciones contra el Estado.

			La LJS, como antes la LPL, no hace, por tanto, sino confirmar competencias que ya venían atribuidas al orden social. Concretamente, la finalidad de la citada Ley 20/1988, era la de «otorgar competencia al orden jurisdiccional social en las reclamaciones dirigidas contra el Fondo de Garantía Salarial» (E. de M. de la citada Ley), que con anterioridad se sustanciaban ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo. La referida Ley 20/1988 plasmó el contenido de la doctrina sentada por los Autos de la Sala Especial de Conflictos de Competencias del TS de 16 de octubre de 1986, dando un paso en el lento pero incesante camino hacia la atribución de toda materia litigiosa laboral a la jurisdicción social.

			En definitiva, las responsabilidades de las Administraciones —y del organismo autónomo Fondo de Garantía Salarial a que alude el artículo 2.ñ)— son básicamente las que se refieren a los salarios de tramitación regulados en los artículos 56.2 y 57 ET y a los salarios e indemnizaciones de los que trata el artículo 33 ET. Insistimos en que quedan fuera de tales responsabilidades específicas las que el Estado pueda contraer como empresario laboral, que no difieren en esencia de las de cualquier otro empresario. Por tanto, las correspondientes reclamaciones frente a dichos entes públicos (Administraciones, Fondo de Garantía Salarial), al producirse sobre cuestiones laborales, caen fuera de la competencia del orden contencioso-administrativo, entrando en la del orden social; fenómeno éste que, por lo demás, se ajusta a lo previsto en el artículo 3.a) de la LJCA, según el cual las cuestiones expresamente atribuidas al orden jurisdiccional social, aunque estén relacionadas con la actividad de la Administración pública, no corresponden a la jurisdicción contencioso-administrativa.

			
3. CONFLICTOS EN MATERIA DE RIESGOS LABORALES Y SU PREVENCIÓN


			Dentro de estas cuestiones litigiosas, que la LJS incluye por primera vez en el ámbito sustantivo de la jurisdicción social, quedan comprendidas dos tipos de reclamaciones:

			A) Acciones en materia de daños (en particular, derivados de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales)

			La LJS encomienda al orden social de la jurisdicción el conocimiento de las acciones de los trabajadores o sus causahabientes contra sus empresarios (u otros posibles responsables) por «los daños originados en el ámbito de la prestación de servicios o que tengan su causa en accidentes de trabajo o enfermedades profesionales» [art. 2.b), LJS, con oscura fórmula dual que parece permitir la reclamación ante el orden social por daños no derivados de accidente o enfermedad profesionales; así, daños en el patrimonio del trabajador]. Con la atribución de esta competencia, la LJS ha zanjado un difícil y largo problema, disponiendo que la jurisdicción social es competente no sólo para conocer las acciones por responsabilidades derivadas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, sino para entender de todas las acciones que pudieran ejercitar los trabajadores (o sus causahabientes) contra los empresarios en materia de daños, incluidas además (contra lo que venía sosteniendo la jurisprudencia civil) las acciones contra «aquellos a quienes se les atribuya legal, convencional o contractualmente responsabilidad, por los daños originados en el ámbito de la prestación de servicios» (referencia a los dueños de la obra, arquitectos y demás técnicos, trabajadores autónomos, compañeros de trabajo, etc.). En fin, la ley atribuye a la jurisdicción social el conocimiento de las acciones directas planteadas en esta materia contra las compañías aseguradoras, «sin perjuicio de la acción de repetición que pudiera corresponder ante el orden competente» frente a posibles terceros culpables, acciones, se sobreentiende, civiles puras o civiles ex delito.

			B) Reclamaciones en materia de prevención de riesgos laborales

			También atribuye la LJS al orden social el conocimiento de las acciones que frente al empresario y otros posibles sujetos responsables, incluidas las Administraciones públicas, interpongan, en materia de prevención de riesgos laborales, sus empleados, incluidos funcionarios, personal estatutario de los servicios de salud o personal laboral [art. 2.e) LJS].

			Esta importante materia contenciosa ha sido encomendada por la LJS al orden jurisdiccional social con el fin expreso de garantizar el cumplimiento de las obligaciones en materia de prevención de riesgos laborales, tanto «legales» como «convencionales» (esto último, en cuanto derivadas de convenios o acuerdos colectivos o de contratos individuales de trabajo). El precepto configura como titulares individuales de tales acciones tanto a los trabajadores como a los funcionarios y personal estatutario; aunque no puede descartarse que también puedan actuarlas colectivamente sus respectivos representantes legales (comités de empresa, delegados de personal y sindicales, juntas de personal, etc.). Las referidas acciones procederán frente a los respectivos empresarios, privados o públicos, aunque también pueden instrumentarse frente a «otros sujetos» distintos de ellos que incurran en dichas responsabilidades legales o convencionales, como pueden ser el dueño de la obra (no empresario laboral), los trabajadores autónomos o los empresarios que coordinen su actividad con la del empleador, los técnicos e incluso los compañeros de trabajo (arts. 14.4 y 29 LPRL).

			¿Cuál podrá ser el contenido de estas acciones? Podrá solicitarse del juez que imponga al empresario o sujeto obligado el cumplimiento de su obligaciones preventivas, que prohíba al sujeto demandado la encomienda de trabajos sin las debidas medidas preventivas (peticiones éstas que seguramente sería más apropiado plantear ante la Inspección de Trabajo; de ahí que el precepto recuerde las «competencias plenas» de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el ejercicio de sus importantes funciones) o, sobre todo, que condene al demandado a la indemnización de los daños y perjuicios causados por el incumplimiento del empleador, público o privado, o del tercero responsable.

			Novedad del artículo 2.e) LJS es también la atribución a la jurisdicción social de las citadas cuestiones litigiosas cuando los responsables del incumplimiento de deberes preventivos no son empresarios privados sino Administraciones públicas. Llama la atención que, según la regulación legal, éstas pueden ser demandadas laboralmente no sólo por su personal laboral sino también por su personal funcionario y por el personal estatutario de los servicios de salud. Más adelante veremos otros ejemplos de esta atípica expansión de la jurisdicción social a pleitos de los que son parte, no trabajadores por cuenta ajena (en el sentido del art. 1.1 ET), sino empleados con relación jurídica pública, expansión que se sitúa en la línea de equiparación de los empleados con estatuto administrativo y los incluidos en el Derecho del Trabajo.

			
4. CONFLICTOS EN MATERIA SINDICAL


			Uno de los aspectos más relevantes que introdujo la LPL-90, acogió la LPL-95 y mantiene la LJS es, sin duda, la regulación de un conjunto de procesos cuyo común denominador es el ir referidos a la materia sindical. Ya la Exposición de Motivos de la LBPL recordó que «la legislación procesal ha de tomar nota de la relevancia de los grupos sociales organizados y arbitrar aquellas medidas que permitan a los sindicatos y a las asociaciones empresariales el ejercicio de las funciones que les son propias»; y la doctrina, paralelamente, venía destacando cómo el reconocimiento constitucional de los sindicatos y las asociaciones de empresarios y de sus respectivos derechos e intereses, había de tener necesariamente «su correlato dentro del Derecho procesal» (CRUZ VILLALÓN).

			A la materia sustantiva sindical corresponde, en efecto, una materia contenciosa sindical, extremadamente variada y compleja, como complejo y variado es el propio sistema de las relaciones sindicales.

			Las cuestiones litigiosas que, por su tipicidad, han merecido ser acogidas expresamente por la LJS son las que versan sobre:

			A) Constitución y reconocimiento de la personalidad jurídica; suspensión y disolución de los sindicatos (y asociaciones empresariales)

			En este apartado [que aúna supuestos contemplados en el art. 2.j) y l) LJS] cabe incluir, junto a las reclamaciones expresamente mentadas por la ley (sobre constitución y reconocimiento de la personalidad de las organizaciones profesionales), los litigios sobre suspensión o disolución del sindicato o asociación empresarial (siempre que, claro está, tales reclamaciones no tengan su causa en un procedimiento penal). La disolución, en efecto, es el reverso de la constitución de un ente asociativo y no perturba a la lógica, sino todo lo contrario, que sean los órganos del mismo orden jurisdiccional social los que conozcan de los litigios derivados de ambas situaciones. De este modo, la «autoridad judicial» a la que se refería de modo genérico el artículo 2.2.c) LOLS no es ya hoy el orden civil, como por inercia arrastrada desde el RD 1.048/1977 vino ocurriendo, sino que pasa, como impone una elemental exigencia de tratamiento jurisdiccional racional y sistemático, a ser la del orden social.

			B) Impugnación de resoluciones administrativas que rechacen el depósito de estatutos de los sindicatos o asociaciones empresariales

			En la línea de atribución de todas las cuestiones litigiosas sindicales al orden social (obviamente, con la exclusión de aquellas en las que se debate una responsabilidad penal o un negocio —compraventa, arrendamiento urbano, etc.— civil, aunque afecten a una organización sindical o empresarial) , se encuentra la regulación de la LJS (y antes de la LPL) que encomienda a este orden de la jurisdicción, y no al contencioso-administrativo, el conocimiento de la impugnación de las resoluciones administrativas que rechacen el depósito de los referidos estatutos (proceso que no menciona el art. 2 LJS, pero cuyas especialidades regulan los arts. 167 a 172 LJS), llenando así el vacío que al respecto se observaba en el artículo 4.3 LOLS. Si las citadas resoluciones, de acuerdo con la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de Protección Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales, parecieron inicialmente impugnables en vía contencioso-administrativa, en cuanto actos de la Administración sujetos al Derecho administrativo y afectantes a derechos fundamentales, la vigente LJS mantiene la posición adoptada por las LPL-90 y 95, que dieron un giro radical a la cuestión, atribuyendo a los promotores y firmantes del acta de constitución sindical legitimación para impugnar, a través de un proceso laboral especial, las referidas decisiones administrativas. Es éste un ejemplo de «laboralización» de litigios que, con independencia de que se planteen frente a actos administrativos, son materialmente laborales o «sociales», laboralización que se ha acabado extendiendo pese a las reservas doctrinales en cuanto a su adecuación a lo previsto en el artículo 9.4 y 5 LOPJ (MARTÍN JIMÉNEZ).

			C) Impugnación de los estatutos de los sindicatos y las asociaciones patronales y de sus modificaciones

			La LJS [art. 2.j) y l)] atribuye, con toda propiedad, al orden social el conocimiento de estas cuestiones litigiosas que dan lugar a especialidades procesales reguladas en sus artículos 173 a 175 [vid. Cap. XXI.III)]. De este modo, la ley procesal supera, también en este punto, la indefinición del artículo 4.6 LOLS, que contiene una vaga referencia a la «autoridad judicial» competente para conocer de este tipo de litigios. Si bien nosotros mismos pudimos escribir en su día que «la LOLS ha dejado pasar la ocasión de precisar tan importante cuestión y decantarse, como hubiera sido deseable, en favor de la competencia del orden jurisdiccional laboral», actualmente, y por obra de la LJS (y antes, por obra de la LPL-95), está claro que el conocimiento de dicha materia litigiosa corresponde a los jueces y tribunales del orden social.

			D) Régimen jurídico sindical legal y estatutario

			El artículo 2.k) LJS, basado casi literalmente en el artículo 2.h) LPL-95, encomienda también a los órganos judiciales del orden social la competencia para conocer de estas cuestiones litigiosas, referidas al «régimen jurídico específico» relativo al funcionamiento interno de los sindicatos y a las relaciones entre dichas organizaciones y sus afiliados. Se sobreentiende que el precepto alcanza también al régimen jurídico de las asociaciones empresariales, aunque no las mencione. También los conflictos sobre régimen interno de los sindicatos de funcionarios son de competencia de los jueces y tribunales de lo social (SSTS de 9 de diciembre de 1997, de 12 de junio de 1998 y de 19 de septiembre de 2006).

			E) Responsabilidad de los sindicatos (y asociaciones empresariales) por infracción de la legislación social

			Esta competencia, reconocida hoy en el artículo 2.m) LJS, procede literalmente del artículo 2.j) LPL-95. La responsabilidad a la que alude el precepto no es, evidentemente, la derivada del incumplimiento por los sindicatos o asociaciones patronales de sus obligaciones frente a sus respectivos empleados, pues tales litigios, en cuanto derivados del contrato de trabajo, están ya tipificados en el artículo 2.a) LJS. Por otra parte, si la responsabilidad fuera la administrativa derivada de una infracción de esta naturaleza, la posible impugnación de la sanción administrativa correspondería también al orden social de acuerdo con el artículo 2.n) LJS. El precepto, pues, tiene que referirse a otras responsabilidades, tales como pueden ser las derivadas del incumplimiento del deber de negociar el convenio colectivo de buena fe o el incumplimiento de la parte obligacional del convenio (así, la ruptura del compromiso de renuncia a la huelga durante la vigencia del convenio).

			
5. TUTELA DE LA LIBERTAD SINDICAL Y EL DERECHO DE HUELGA (Y DEMÁS DERECHOS FUNDAMENTALES)

			El artículo 2.f) LJS atribuye al orden social de la jurisdicción en primer lugar el conocimiento de las reclamaciones en materia de derechos fundamentales formuladas por los trabajadores frente a sus empresarios —incluidas las Administraciones públicas respecto de su personal laboral—, así como frente a terceros vinculados a los empresarios «por cualquier título». Aunque el artículo 2.k) LPL-95 sólo aludía a la tutela de «los derechos de libertad sindical», el Capítulo XI, Título II, Libro II de la misma ley abarcaba —en la redacción dada por la Ley 13/2009— a «los demás derechos fundamentales y libertades públicas» (art. 181 LPL-95), amplia dicción que mantiene al regular la materia la vigente LJS. La evolución normativa de esta competencia, aparte de su ampliación, ha sido muy accidentada, pudiéndose resumirse así:

			A) Régimen de la LOLS y de la Ley 62/1978

			El artículo 13 LOLS atribuyó la tutela de la libertad sindical, a través del proceso de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales, a la «jurisdicción competente». Esta indefinición, una vez más, en cuanto al orden jurisdiccional competente se correspondía con la pluralidad de vías de tutela judicial prevista en la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, en aplicación de la cual se venía sosteniendo que, como la lesión de la libertad sindical podía deberse a actos de muy variado origen —actos empresariales, actos de las Administraciones, actos de otros sindicatos, actos de terceros— y de diversa naturaleza (actos privados, actos administrativos, actos constitutivos de delito o falta), ello conducía a residenciar jurisdiccionalmente en los correspondientes órdenes los distintos tipos de lesiones [así, el orden social conocía de la protección de la libertad sindical frente a actos de los empresarios, básicamente; el orden contencioso-administrativo, de la protección frente a actos de la Administración sujetos al Derecho administrativo —como luego confirmaba el artículo 2.a) LJCA-98—; el orden penal, conocía los ataques contra la libertad sindical constitutivos de delito o falta; el orden civil, con carácter residual] (vid., al respecto, OJEDA AVILÉS).

			B) Posición del Tribunal Constitucional y de la doctrina académica

			El Tribunal Constitucional se había anticipado a suplir el silencio de la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de Protección Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales, en cuanto a la posible competencia de los jueces y tribunales de lo social, sentando la doctrina de que, pese a tal omisión, «el cauce natural de dicha protección en la jurisdicción ordinaria es el proceso laboral» (SS de 22 de junio de 1983, de 27 de marzo de 1985 y de 29 de junio de 1986). La doctrina no tardó en plantearse la pregunta de si el proceso laboral (o, más exactamente, los distintos tipos de procesos laborales contemplados entonces en la LPL) era el único instrumento de tutela jurisdiccional ordinaria de los derechos fundamentales de contenido «social». En algún caso, se dio respuesta a tal pregunta distinguiendo el proceso laboral (regulado en la LPL) del proceso específico de protección de los derechos fundamentales de contenido laboral; el primero habría de ser, naturalmente, conocido por el orden social jurisdiccional y el segundo podría ser deducible por vía específica, sumaria (o «plenaria rápida», según también se decía) ante el orden civil de la jurisdicción (CRUZ VILLALÓN).

			Sin llegar a esta posición de escisión o dualidad de vías jurisdiccionales, parte de la doctrina planteó la necesidad de adaptar el proceso de trabajo a las exigencias de preferencia y sumariedad previstas en el artículo 53.2 CE, cuando se utiliza como vía de protección de derechos fundamentales (entre ellos, la libertad sindical). Así, se calificó de «excesivamente esquemática» la doctrina del Tribunal Central de Trabajo contenida en la Sentencia de 12 de noviembre de 1986, que, transportando mecánicamente la figura del proceso laboral regulado en la LPL al supuesto de la tutela judicial de un derecho fundamental, procedió a anular las actuaciones de una Magistratura de Trabajo en materia de protección de derechos fundamentales por no haber seguido los trámites del proceso de conflicto colectivo regulado en la LPL (VALDÉS).

			Reflexionando sobre otra sentencia del mismo Tribunal, ésta de 10 de septiembre de 1986, se defendió también la necesidad de «adaptar» los procesos de la LPL al proceso laboral garante de los derechos fundamentales, criticándose el razonamiento de la sentencia de que «el que la Ley 62/1978 no haya previsto una tramitación específica [...] en materia laboral, no autoriza la invención de un procedimiento, sino que, al contrario, remite necesariamente, a los regulados con carácter general [...]» (ALBIOL). En suma, esta corriente doctrinal propugnó la habilitación de un proceso laboral ad hoc (que en cuanto preferente y sumario, se hallaría dispensando del agotamiento de vías previas y conciliaciones pre-procesales, y cuyos términos se abreviarían) para canalizar la tutela de los derechos fundamentales de contenido social. La tutela jurisdiccional de estos derechos correspondería, pues, no al orden civil, sino al social, si bien a través de un proceso laboral «adaptado» a las exigencias constitucionales de preferencia y sumariedad (CASTIÑEIRA). Esta es la solución que ha acogido el legislador.

			C) Régimen de la LPL-1995

			Frente a la interpretación que entendía que el orden jurisdiccional contencioso-administrativo era el competente para conocer de todas las cuestiones suscitadas en materia de protección de derechos fundamentales frente a actos del Gobierno o Comunidades Autónomas, la LPL-95 restringió el ámbito de dicha jurisdicción a los litigios sobre libertad sindical y derecho de huelga de los funcionarios y personal estatutario [art. 3.1.a) LPL, redactado por LJCA-98 y continuado hoy por el art. 3.c) LJS].

			D) Régimen de la vigente LJS

			El artículo 2.f) LJS incluye entre las cuestiones litigiosas que pueden promoverse ante el orden social las que recaigan «sobre tutela de los derechos de libertad sindical, huelga y demás derechos fundamentales y libertades públicas». Esta «modalidad procesal» da lugar a una regulación propia, contenida en los artículos 177 a 184 LJS, que atribuye al procedimiento —como había avanzado la doctrina citada— los rasgos de sumariedad y preferencia, exceptuándolo del intento de conciliación previa (art. 64 LJS) y haciendo innecesario agotar la vía previa administrativa (art. 70 LJS, redactado por LPAC) que se exige con carácter general cuando el demandado es un ente público (art. 69 LJS, redactado por LPAC).

			El actual diseño del proceso integra la tutela de la libertad sindical, a la que añade expresamente el derecho de huelga, dentro de la protección de los derechos fundamentales y libertades públicas en el ámbito laboral [vid. Cap. XXII]. La naturaleza laboral del derecho o libertad vulnerados es presupuesto de la atribución a la jurisdicción social de tal materia contenciosa; por ello exige el artículo 2.f) LJS que la vulneración alegada en el proceso «tenga conexión directa con la prestación de servicios»; en el mismo sentido, el artículo 177.1 LJS puntualiza, completando la fórmula contenida en la LPL-95, que se podrá recabar tal tutela a través del proceso en cuestión «cuando la pretensión se suscite en el ámbito de las relaciones jurídicas atribuidas al conocimiento del orden jurisdiccional social o en conexión directa con las mismas». Por supuesto, existe un ámbito de la referida tutela (el penal) forzosamente separado del social (y al que, por ejemplo, alude el artículo 177.3 LJS cuando encarga al Ministerio Fiscal de «la depuración de las conductas delictivas» a que diera lugar la lesión del derecho fundamental).

			El proceso típico de tutela de la libertad sindical es el que enfrenta a los trabajadores con sus empresarios aunque también pueden ser demandados terceros [«contra el empresario o terceros vinculados a éste por cualquier título» (dueño de la obra, técnicos, trabajadores autónomos, etc.) añade el art. 2.f) LJS]. El empresario demandado puede ser de naturaleza privada o pública, pero siempre sujeto de un contrato de trabajo. En la misma dirección iniciada por la LPL-95, la vigente LJS se pronuncia claramente a favor de la competencia del orden social sobre las «reclamaciones en materia de libertad sindical y de derecho de huelga frente a actuaciones de las Administraciones públicas referidas exclusivamente al personal laboral». Como se ve, la penetración de la jurisdicción social en el ámbito de las actuaciones administrativas se detiene ante las reclamaciones de los funcionarios y personal estatutario en tales materias, cuyo conocimiento sigue correspondiendo a la jurisdicción contencioso-administrativa.

			Con loable afán de especificación, el artículo 2.f) LJS incluye en el ámbito de la jurisdicción social, más allá de los típicos pleitos de trabajadores (y sindicatos) frente a empresarios, las controversias de contenido laboral entre sindicatos o de éstos frente a asociaciones patronales, incluidas las reclamaciones por daños, ello, lógicamente «siempre que el litigio verse sobre cuestiones objeto de la competencia del orden jurisdiccional social». Las reclamaciones por daños y perjuicios derivadas de esas relaciones son atribuidas expresamente al orden social por el citado artículo 2.f) LJS. La casuística legal no es exhaustiva, cosa difícil de lograr; así, silencia posibles pleitos de contenido sindical entre trabajadores y sindicatos y entre empresarios y sus asociaciones patronales; pleitos de clara competencia del orden social de la jurisdicción. En fin, el artículo 2.f) in fine LJS atribuye a la jurisdicción social cualesquiera otras cuestiones litigiosas sociales («las demás actuaciones previstas en la presente Ley»), de conformidad con lo dispuesto en el artículo 117.4 CE. Esta remisión produce cierta perplejidad, pues lo que el citado precepto constitucional hace es, simplemente, reiterar (mediante remisión al art. 117.3 CE) que los jueces y tribunales ejercen su potestad «juzgando y haciendo juzgar lo juzgado», añadiendo que dichos órganos jurisdiccionales desempeñarán las funciones «que expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho». Decimos que la remisión produce perplejidad, primero porque es superflua, y en segundo lugar porque rompe con el resto del contenido del precepto, referido a los derechos fundamentales y en especial a la libertad sindical.

			
6. CONFLICTOS DE NATURALEZA COLECTIVA


			Dentro de este grupo incluimos los conflictos colectivos, los conflictos de impugnación de convenios colectivos y los conflictos derivados de los procedimientos electorales laborales.

			A) Conflictos colectivos

			El artículo 1 de la LJS atribuye a los órganos jurisdiccionales del orden social el conocimiento de «las pretensiones que se promuevan dentro de la rama social del Derecho, tanto en su vertiente individual como colectiva». Más adelante [art. 2.g)] insiste la LJS en que tales órganos conocerán de las cuestiones litigiosas que se promuevan «en procesos de conflictos colectivos».

			La LJS, en los preceptos citados, se limita a mencionar este tipo de procesos, siguiendo con ello el laconismo de la LPL-95 y de la LOPJ (arts. 9.5 y 67.2, respectivamente); por otra parte, tampoco era mucho más explícita la fórmula de la LPL-80, cuyo artículo 1.3 encomendaba al orden social de la jurisdicción el conocimiento de «los conflictos colectivos, de conformidad con la legislación vigente».

			La escasa expresividad inicial de la LJS en orden a caracterizar el conflicto colectivo se ve compensada en el momento de regular el régimen de la correspondiente especialidad o «modalidad» procesal. La naturaleza del conflicto colectivo queda suficientemente clara en la conceptuación del artículo 153.1 LJS, según la cual tal conflicto es el que afecta a «intereses generales de un grupo genérico de trabajadores o a un colectivo genérico susceptible de determinación individual», fórmula que recuerda a la más sencilla de «situaciones conflictivas que afectan a intereses generales de los trabajadores» empleada en el artículo 17.1 del RDL 17/1977, de Relaciones de Trabajo.

			Adicionalmente, y de acuerdo con el citado artículo 153.1 LJS, el conflicto colectivo del que puede conocer la jurisdicción social es sólo aquél que versa «sobre la aplicación e interpretación de una norma estatal, convenio colectivo, cualquiera que sea su eficacia, pactos o acuerdos de empresa, o de una decisión empresarial de carácter colectivo» (incluyéndose en esta última las decisiones recaídas en procedimientos colectivos de movilidad geográfica, modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, suspensiones contractuales y reducciones temporales de jornada). Esta fórmula, que remite el régimen de las decisiones empresariales sobre despidos colectivos a la modalidad correspondiente, encomienda a la jurisdicción social sólo el conocimiento de los conflictos colectivos «jurídicos», dejando fuera, por tanto, a los «económicos» o «de intereses», que siguen atribuidos a procedimientos extrajudiciales: negociación colectiva, conciliación, mediación y arbitraje.

			Los procesos sobre despidos colectivos no, como queda dicho, se rigen por el régimen del proceso de conflicto colectivo, sino por las específicas reglas contenidas en el artículo 124 LJS, a las que remite el artículo 153.1, in fine (ver Cap. XVII.III).

			Por otra parte, no cabe hablar de conflictos colectivos en materia de Seguridad Social, incluso cuando el conflicto afecte a «un gran número de beneficiarios de la Seguridad Social» [según la fórmula del art. 191.3.b) LJS]. La jurisprudencia argumenta que ello es así «porque en esta materia no estamos ante una controversia sobre los derechos y obligaciones del contrato de trabajo [...] sino ante una actividad de prestación de una Administración pública» (STS de 17 de julio de 2002).

			B) Impugnación de convenios colectivos, acuerdos y laudos

			Una modalidad singular de proceso sobre conflicto colectivo es aquella que consiste en la impugnación de un convenio o acuerdo colectivos. El artículo 90.5 ET concibió este proceso configurándolo en todo caso como «de oficio», en el sentido de que siempre había de ser promovido por iniciativa de la Administración laboral. «Si la autoridad laboral —se lee en la versión actual de dicho precepto— estimase que algún convenio conculca la legalidad vigente o lesiona gravemente el interés de terceros, se dirigirá de oficio a la jurisdicción social, la cual resolverá sobre las posibles deficiencias, previa audiencia de las partes.»

			El artículo 91.2 ET declara aplicable el procedimiento de impugnación de convenios colectivos frente a los laudos y acuerdos de mediación dictados en aplicación e interpretación de convenios colectivos.

			La LOPJ, por su parte, se hace eco de los litigios del artículo 90.5 ET, aunque limita su alcance, sin duda inadvertidamente, al puro «control de legalidad de los convenios» (art. 25.2.º), dejando fuera el control de los convenios lesivos para terceros.

			En fin, la vigente LJS ha desarrollado notablemente el artículo 2.m) de la LPL-95, que se limitaba a hablar de cuestiones litigiosas «sobre impugnación de convenios colectivos», para incluir en el nuevo artículo 2.h), redactado por LRML-2012, las siguientes cuestiones: 1.ª) la impugnación de convenios colectivos y acuerdos, cualquiera que sea su eficacia, esto es, tanto eficacia general como limitada, incluidos también los concertados por las Administraciones públicas exclusivamente para su personal laboral (nueva exclusión de litigios que afecten a funcionarios y personal estatutario); 2.ª) la impugnación de laudos arbitrales de «naturaleza social», incluidos expresamente aquellos recaídos en procedimientos de resolución de controversias y en el período de consultas en los procedimientos de movilidad geográfica, modificaciones colectivas de condiciones de trabajo y despidos colectivos, así como la impugnación de acuerdos recaídos en los períodos de consulta en los procedimientos de suspensión contractual y de reducción temporal de jornada; 3.ª) la impugnación de laudos dictados en esos conflictos, cuando dichos laudos afecten a las Administraciones públicas y exclusivamente a su personal laboral (una vez más se advierte que no opera, a diferencia de lo que ocurre en otros preceptos [así, art. 2.e) e i) LJS] la vis atractiva de la jurisdicción social sobre asuntos que conciernen a personal no laboral); 4.ª) la impugnación de laudos que se dicten para suplir la ausencia de negociación colectiva.

			C) Conflictos en materia electoral

			Estos conflictos, de indudable significación colectiva, previstos ya en el Derecho sustantivo (art. 76 ET), están incluidos en el artículo 2.i) LJS y son objeto de ordenación actual en los artículos 127 a 136 LJS. El grueso de las reclamaciones contra elecciones, decisiones de las mesas electorales, etc., se canaliza hoy a través de un procedimiento arbitral específico. La intervención jurisdiccional se reduce a conocer la impugnación de esos laudos arbitrales y la impugnación de las resoluciones administrativas denegatorias del registro de las actas electorales y de las certificaciones de los resultados electorales y de la representatividad sindical. Como una muestra más de la imparable penetración del Derecho social en el régimen del personal no laboral (funcionarios y personal estatutario) de las Administraciones públicas, el orden social de la jurisdicción alcanza también a los procesos sobre elecciones a órganos de representación del personal al servicio de dichas Administraciones (juntas de personal y delegados de personal, regulados por la Ley 9/1987, de 12 de junio, y su Reglamento, aprobado por RD 1.846/1994, de 9 de septiembre).

			
7. CONFLICTOS SOBRE SEGURIDAD SOCIAL Y MATERIAS CONEXAS


			Frente a la existencia, en algún modelo foráneo, de una jurisdicción de Seguridad Social separada de la de Derecho del Trabajo, nuestra legislación viene atribuyendo conjuntamente a los mismos órganos jurisdiccionales el conocimiento de unas y otras pretensiones, sin perjuicio de reconocer las peculiaridades que presenta «el contencioso de la Seguridad Social» (ALONSO OLEA).

			Debe advertirse, no obstante, que no todo litigio de Seguridad Social es conocido por los juzgados y tribunales del orden social; así, las reclamaciones suscitadas en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Funcionarios Civiles del Estado (RDLeg. 4/2000, de 23 de junio) y en materia de Clases Pasivas (RDLeg. 670/1987, de 30 de abril)2, así como las relativas a la Seguridad Social de las Fuerzas Armadas (RDLeg. 1/2000, de 9 de junio) y Personal de la Administración de Justicia (RDLeg. 3/2000, de 23 de junio) son competencia del Orden contencioso-administrativo. A este mismo Orden corresponde el conocimiento de una serie de materias enumeradas en el artículo 3.f) y g) LJS (vid. infra, epígrafe III.6 y 7).

			Los litigios sobre Seguridad Social y materias conexas abarcan los siguientes posibles pleitos: 1.º) los que tienen por objeto el pago de las prestaciones gestionadas por la propia Seguridad Social, incluida la protección por desempleo a favor de trabajadores asalariados y la protección por cese de actividad de los autónomos [art. 2.o) LJS]; 2.º) los pleitos sobre exigencia de responsabilidades a los empresarios o terceros en orden al pago de prestaciones de Seguridad Social [art. 2.o) LJS]; 3.º) los litigios sobre valoración, reconocimiento y calificación del grado de discapacidad, así como sobre las prestaciones a favor de personas en situación de dependencia [art. 2.o) LJS]3; 4.º) los procesos sobre mejoras de prestaciones de la Seguridad Social, incluidos los planes de pensiones y contratos de seguro que traigan su causa de una decisión unilateral del empresario, un contrato de trabajo o de un pacto, acuerdo o convenio colectivos [art. 2.q) LJS]; 5.º) los pleitos sobre complementos de prestaciones o indemnizaciones, en especial por accidentes de trabajo o enfermedad profesional, establecidos por las Administraciones públicas a favor de cualquier beneficiario [art. 2.q) LJS]; 6.º) los conflictos entre mutualidades de previsión y sus asociados (con la excepción que en su momento se verá), entre fundaciones laborales y sus beneficiarios, sobre sus respectivos derechos y deberes, así como los conflictos entre dichas instituciones, también sobre dichos derechos y deberes siempre que estén «relacionados con los fines y obligaciones propios de esas entidades» [art. 2.r) LJS].

			A) Litigios sobre prestaciones de Seguridad Social y protección del desempleo

			Mientras que la LOPJ habla de «reclamaciones en materia de Seguridad Social» (art. 9.5) y de «pretensiones de Seguridad Social» (art. 25.3.º), el artículo 2.o) LJS prefiere, más descriptivamente, referirse a los litigios «en materia de prestaciones de Seguridad Social, incluida la protección por desempleo». La específica inclusión de la protección frente al desempleo muestra que para el legislador no es obvio que las prestaciones de desempleo se integren en el sistema de la Seguridad Social; y, en efecto, no siempre ha sido obvio porque, pese a que la Constitución erige a la protección frente al desempleo en caput et fundamentum de la Seguridad Social (art. 41: «Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social [...] que garantice la asistencia y prestaciones sociales [...] especialmente en caso de desempleo»), la legalidad ordinaria ha separado en algunos momentos netamente Seguridad Social y régimen de desempleo. Así, la hoy derogada Ley Básica de Empleo, de 8 de octubre de 1980, produjo esa disociación, derogando las normas que sobre desempleo contenía el sistema jurídico de la Seguridad Social (Cap. XI de la Ley General de la Seguridad Social de 30 de mayo de 1974; Cap. VII del D 3.158/1966, sobre Prestaciones Económicas del Régimen General de la Seguridad Social; y otras de menor importancia), e instituyendo una gestión separada de la Seguridad Social, que se encomendó al extinto INEM.

			Esa disociación —pese a carecer de fundamento constitucional— fue la que obligó en su día a la Ley 31/1984, de 2 de agosto, de Protección por Desempleo, a declarar específicamente que «las decisiones del INEM relativas al reconocimiento, denegación, suspensión o extinción de cualquiera de las prestaciones por desempleo, serán recurribles ante la jurisdicción laboral» (art. 31).

			La vigente LJS continúa manteniendo la unidad jurisdiccional entre Seguridad Social y régimen protector del desempleo; unidad a la que ya había vuelto la LGSS, cuyo actual artículo 303 atribuye al orden social de la jurisdicción el conocimiento de la impugnación de las decisiones de «la entidad gestora correspondiente» en materia de prestaciones de desempleo.

			El artículo 2.o) LJS incluye también expresamente entre los litigios sobre prestaciones de la Seguridad Social los relativos a las prestaciones por cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia (prestaciones reguladas por la Disp. Adic. 4.ª Ley 20/2007, de 11 de julio, desarrollada por Ley 32/2010, de 5 de agosto, y ésta a su vez por el RD 1.545/2011, de 31 de noviembre).

			Igualmente incluye el citado artículo 2.o) LJS las cuestiones litigiosas relativas a la imputación de responsabilidades a empresarios o terceros respecto de las prestaciones de Seguridad Social en los casos legalmente establecidos (estos casos son los previstos en los arts. 167 y 168 LGSS y, faltando todavía su desarrollo reglamentario, en los arts. 94, 95 y 96 LSS-66). También se incluyen de modo expreso los pleitos sobre valoración, reconocimiento y calificación del grado de discapacidad y de las prestaciones previstas en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, prestaciones a las que se les reconoce la misma consideración que las de la Seguridad Social.

			Junto a las típicas reclamaciones de prestaciones de Seguridad Social, contributivas y no contributivas, la jurisprudencia atribuye al orden social jurisdiccional los litigios entre la Tesorería General de la Seguridad Social y las empresas demandantes del reintegro por aquélla del importe de las prestaciones abonadas en su condición de colaboradoras obligatorias (STS de 24 de abril de 1991) y las reclamaciones de reintegro de prestaciones percibidas indebidamente (STSJ Madrid, de 1 de octubre de 1990; en la doctrina, CAMPOS ALONSO y GONZÁLEZ ORTEGA).

			Igualmente corresponde al orden social de la jurisdicción el conocimiento de los litigios entre trabajadores y Fondos de Promoción del Empleo (SSTS de 15 de diciembre de 1988 y de 23 de julio de 1990).

			Con relación a las prestaciones por dependencia (Ley 39/2006, de 14 de diciembre), la disp. final 7.ª de la LJS aplaza su propia entrada en vigor hasta el momento que disponga una futura ley, cuyo proyecto debía haber presentado el Gobierno antes del 12 de diciembre de 2014. En consecuencia, la competencia en dicha materia sigue correspondiendo hoy al orden contencioso-administrativo (STS de 14 de enero de 2014).

			B) Litigios sobre prestaciones complementarias de la Seguridad Social

			La materia contenciosa de la Seguridad Social se centra, desde luego, en los litigios en torno al «reconocimiento o denegación de derechos por los organismos de la Seguridad Social», como tuvo ocasión de afirmar la Sentencia de la Sala de Conflictos Jurisdiccionales del TS de 23 de noviembre de 1987. Aquellos derechos van referidos tanto a las prestaciones básicas del sistema como a las complementarias (ALMANSA), estén éstas o no incluidas en el Sistema de la Seguridad Social. El artículo 2.q) LJS se cuida, en efecto, de precisar que corresponde al orden social el conocimiento de los litigios promovidos «en la aplicación de los sistemas de mejoras de la acción protectora de la Seguridad Social», mencionando expresamente como parte de ellos a los planes de pensiones (que se rigen, como es sabido, por el RDLeg. 1/2002, de 29 de noviembre, y Reglamento aprobado por RD 304/2004, de 20 de febrero), y a los contratos de seguro conexos con la relación laboral, a los que ya se aludió anteriormente; y ello pese a que tales mecanismos aseguradores no sean verdadera Seguridad Social. En todo caso, las mejoras han de tener una causa o fuente laboral, sea ésta una decisión unilateral del empresario, un contrato de trabajo o un convenio, pacto o acuerdo de carácter colectivo.

			La LJS ha añadido en el mismo artículo 2.q) como cuestión litigiosa la relativa a los complementos de prestaciones y las indemnizaciones, especialmente las que las Administraciones públicas pudieran establecer en materia de accidente de trabajo o enfermedad profesional, parece que en beneficio de su propio personal laboral.

			C) Litigios que afectan a mutualidades de previsión y fundaciones laborales

			Relacionadas con las cuestiones de Seguridad Social se encuentran las que enfrentan a las mutualidades de previsión, que ejercen una función aseguradora voluntaria y complementaria de la de la Seguridad Social (reguladas hoy en el RDLeg. 6/2004, de 29 de octubre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados) con sus asociados [art. 2.r) LJS] o entre sí [art. 10.2.b) LJS]. A tales litigios añade la LJS la peculiar cuestión litigiosa entre fundaciones laborales o entre éstas y sus beneficiarios siempre que la materia contenciosa viniera referida a la función propia de la fundación [precepto que se incluye también en el art. 2.r) LJS; el régimen de dichas fundaciones se contiene en la Ley 50/2002, de 26 de diciembre (de Fundaciones), reglamentada por RD 1.337/2005, de 11 de noviembre].

			La LEC (Disp. Final 11.ª) reformó el artículo 2.d) LPL-95 exceptuando expresamente del conocimiento de la jurisdicción social los pleitos entre las mutualidades establecidas por colegios profesionales y sus mutualistas, litigios que competen a la jurisdicción civil. Dicha exclusión se mantiene en el texto del artículo 2.r) LJS.

			
8. CONFLICTOS EN MATERIA DE INTERMEDIACIÓN LABORAL


			Tales conflictos, de nueva inclusión por la LJS, son los que enfrentan a trabajadores, de una parte, y, de otra parte, servicios públicos de empleo, agencias de colocación, empresas de trabajo temporal autorizadas para actuar como tales agencias, y demás entidades colaboradoras con aquellos servicios, así como los conflictos suscitados entre estas entidades y dichos servicios públicos [art. 2.p) LJS].

			
9. CONFLICTOS ENTRE SOCIEDADES LABORALES Y COOPERATIVAS Y SUS SOCIOS


			También corresponde a la jurisdicción social el conocimiento de los conflictos entre sociedades cooperativas de trabajo asociado (reguladas por la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas) o sociedades laborales (reguladas por la Ley 44/2015, de 14 de octubre, de Sociedades Laborales y Participadas) y sus respectivos socios trabajadores respecto de la prestación laboral de éstos [art. 2.c) LJS].

			La atribución del conocimiento de estos litigios, cuya peculiaridad radica no tanto en la naturaleza del empresario como en la del socio-trabajador, venía ya realizándose, antes que por la legislación procesal laboral, por las normas específicas reguladoras de dichas sociedades. Así, las hoy derogadas Ley General de Cooperativas, de 2 de abril de 1987 (art. 125.1) y Ley de Sociedades Anónimas Laborales de 25 de abril de 1986 (art. 15) encomendaban a los órganos jurisdiccionales sociales el conocimiento de dichas cuestiones litigiosas.

			La vigente Ley de Cooperativas encomienda al orden social de la jurisdicción la decisión de «cuantas cuestiones contenciosas se susciten entre la cooperativa de trabajo asociado y el socio trabajador relacionadas con los derechos y obligaciones derivados de la actividad cooperativizada» (art. 87.1); litigios que se formalizan por el cauce del proceso ordinario y no por un procedimiento especial como ocurría bajo la Ley de 1987. El artículo 87.2 de la Ley de Cooperativas se encarga también de puntualizar que no corresponde al orden social jurisdiccional sino al civil el conocimiento de los litigios no laborales entre cooperativa y socio-trabajador.

			
10. CONFLICTOS SOBRE EL RÉGIMEN PROFESIONAL DE LOS TRABAJADORES AUTÓNOMOS ECONÓMICAMENTE DEPENDIENTES


			Aun siendo las relaciones de estos trabajadores con sus clientes de carácter civil o mercantil (más raramente, de naturaleza administrativa), el acercamiento de la figura del TRADE al trabajador dependiente y por cuenta ajena ha llevado a la Ley 20/2007 a atribuir a la jurisdicción social el conocimiento de los correspondientes pleitos, tanto en su vertiente individual como colectiva (art. 17); una muestra más ésta del propósito del legislador de extender la protección del Derecho del Trabajo (aquí en su vertiente procesal) a los citados trabajadores. El artículo 2.d) LJS incluye expresamente los litigios sobre exigencia de responsabilidad en razón de los daños que dichos trabajadores hayan sufrido en su trabajo.

			
11. CUESTIONES PREVIAS Y PREJUDICIALES


			La competencia de los jueces y tribunales del orden social se extiende al conocimiento y decisión de las cuestiones previas (arts. 387 ss. LEC) y prejudiciales (arts. 10.1 LOPJ y 42 y 43 LEC) no correspondientes a aquel orden.

			Tales cuestiones se resuelven en la misma decisión judicial que pone fin al proceso, decisión que no surte efectos fuera de éste (art. 4.2 LJS).

			Ejemplos de cuestiones prejudiciales son los relativos a la práctica de la retención del IRPF en los salarios de tramitación en un proceso de ejecución de sentencia firme de despido (STS de 24 de noviembre de 2009) y a la decisión municipal de suprimir una serie de puestos de trabajo entre los que se encontraba el de la actora (STS de 3 de marzo de 2014).

			La cuestión prejudicial penal basada en falsedad documental de cuya solución dependa el fallo suspende el plazo para la adopción de éste hasta que la cuestión sea resuelta por el órgano (penal) competente (art. 4.3 LJS). Específicamente, la cuestión prejudicial penal sólo determina la suspensión de la ejecución de sentencia cuando la falsedad documental se produzca después de constituido el título ejecutivo (art. 4.4 LJS, en relación con el art. 569 LEC).

			
12. OTRAS CUESTIONES LITIGIOSAS


			Del mismo modo que los litigios últimamente considerados —y otros muchos: los de impugnación de convenios colectivos y, en general, los de carácter sindical— fueron incorporados inicialmente al ámbito del orden social de la jurisdicción por normas legales sustantivas y no procesales (las citadas Leyes de Cooperativas y Sociedades Laborales, el Estatuto de los Trabajadores, la Ley Orgánica de Libertad Sindical…), la LJS [art. 2.t)] mantiene expresamente abierta la posibilidad de que «cualesquiera otras cuestiones» le sean atribuidas al Orden Social por normas con rango de ley. «Cualesquiera otras cuestiones», se entiende, conexas con la «rama social del Derecho», pues de lo contrario faltaría el presupuesto sustantivo imprescindible para la atribución. Por lo demás, la regla no pasa de tener un valor pedagógico, pues es innecesario que una ley permita a otra posterior llevar a cabo una determinada regulación; al contrario, es la ley posterior la que es dueña de completar, modificar o derogar a la anterior (art. 2.2 CC).

			Ejemplos de atribución expresa de competencia a la jurisdicción social por normas distintas de la LJS son los artículos 35 y siguientes de la Ley 10/1997, de 24 de abril (en materia de tutela de los derechos de información de los trabajadores en las empresas de dimensión comunitaria), los artículos 15 y siguientes de la Ley 45/1999, de 29 de noviembre (en materia de desplazamiento transnacional de trabajadores), y el Título III de la Ley 31/2006, de 18 de octubre, de implicación de los trabajadores en las sociedades anónimas y cooperativas europeas.

			
III. MATERIAS EXCLUIDAS EXPRESAMENTE DEL CONOCIMIENTO DE LA JURISDICCIÓN SOCIAL

			Por si las exclusiones implícitas, derivadas a sensu contrario de las inclusiones que lleva a cabo la Ley, no fueran suficientes, la LJS, siguiendo el modelo de la precedente LPL, ha querido consignar de modo inequívoco la existencia de varias categorías litigiosas que quedan fuera del ámbito contencioso laboral.

			Esas materias expresamente excluidas del conocimiento de la jurisdicción social son las siguientes:

			
1. IMPUGNACIÓN DIRECTA DE DISPOSICIONES GENERALES Y DECRETOS LEGISLATIVOS


			El artículo 3.a) LJS sustrae genéricamente del conocimiento de la jurisdicción social la impugnación directa de las disposiciones generales, de carácter normativo, de rango inferior a la Ley (reales decretos, órdenes ministeriales, resoluciones de autoridades inferiores), también en el caso de que regulen cuestiones laborales, sindicales o de Seguridad Social. El conocimiento de la impugnación directa (esto es, no de los actos administrativos singulares dictados en su aplicación) de dichas disposiciones generales corresponde a la jurisdicción contencioso-administrativa.

			Fuera de la competencia de los órganos de la jurisdicción social queda asimismo la impugnación directa de los decretos legislativos (aunque se refieran a materias sociales) cuando excedan los límites de la delegación legal establecida en la correspondiente ley de bases o ley ordenadora de una refundición.

			La citada regulación repite lo dispuesto en los artículos 1.1 y 25 LJCA, que canalizan a través del recurso contencioso-administrativo el conocimiento de la impugnación de las «disposiciones generales de rango inferior a la Ley» y de los decretos legislativos «cuando excedan los límites de la delegación». Por otra parte, la impugnación de las leyes y normas con fuerza de ley por su presunta inconstitucionalidad procede ante el Tribunal Constitucional [art. 161.a) CE], previos recurso o cuestión de inconstitucionalidad.

			
2. LITIGIOS EN MATERIA DE COORDINACIÓN DE ACTIVIDADES PREVENTIVAS


			Mientras que el artículo 2.e) de la LJS encomienda a la jurisdicción social el conocimiento de los litigios relativos al cumplimiento de las obligaciones de los empresarios y de los demás «sujetos obligados legal o convencionalmente» en materia de prevención de riesgos laborales, el artículo 3.b) excluye de esa competencia los litigios que se planteen en materia de prevención de riesgos laborales no entre el empresario y sus trabajadores, sino entre aquél y los sujetos obligados a coordinar con él las actividades preventivas, así como los que se planteen entre cualquiera de estos sujetos y los responsables de la organización de los servicios de prevención.

			Quedan, pues, fuera del ámbito de la jurisdicción social: 1.º) los pleitos entre empresarios titulares de centros de trabajo y contratistas, subcontratistas y trabajadores autónomos obligados a la coordinación de sus actividades con aquéllos (art. 24 LPRL, desarrollado por RD 171/2004, de 30 de enero); 2.º) los pleitos que se susciten entre, de un lado, empresarios y sujetos obligados a coordinar con ellos las actividades preventivas (contratistas, subcontratistas o autónomos) y, de otro, los responsables de la organización de los servicios preventivos, especialmente los servicios de prevención ajenos, esto es, los prestados por entidades especializadas con las que contrata el empresario (art. 16 RD 39/1997, de 17 de enero, que aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención); y 3.º) los pleitos entre contratistas, subcontratistas y autónomos, de un lado, y los servicios de prevención propios, constituidos por el empresario principal cuando se den las condiciones previstas en el artículo 14 RD 39/1997, o los asumidos directamente por el empresario (art. 11 RD 39/1997). Aunque una interpretación literal de la ley llevaría a un resultado contrario, parece que los litigios entre empresarios y servicios preventivos encomendados a trabajadores designados al efecto por el empresario (art. 12 RD 39/1997) corresponden al orden social de la jurisdicción. No parece muy aventurado pronosticar que todos estos litigios planteados en materia preventiva acabarán ingresando en el ámbito sustantivo de la jurisdicción social.

			
3. TUTELA DE LA LIBERTAD SINDICAL DE LOS FUNCIONARIOS


			Fuera del ámbito sustantivo de la jurisdicción social queda también la materia litigiosa relativa a la tutela de los derechos de libertad sindical y huelga de los funcionarios públicos y del personal al servicio de Administraciones públicas regido por normas administrativas o estatutarias [art. 3.1.c) LJS]. El precepto excluye expresamente del orden social de la jurisdicción la tutela de dichos derechos relativa al personal estatutario del Sistema Nacional de Salud. Dichas exclusiones son completamente lógicas, y sólo se explica su expresa mención por la confusión introducida a través del artículo 1.2 de la LOLS, que incluyó la sorprendente regla (que forma parte de una amplia tendencia a la laboralización de la función pública) de que «se consideran trabajadores tanto aquellos que sean sujetos de una relación laboral como aquellos que lo sean de una relación de carácter administrativo o estatutario al servicio de las Administraciones públicas». La LJS mantiene en este punto la tradicional bipartición entre el trabajo en régimen contractual y el funcionarial, presente con toda claridad no sólo en el ET [cuyo art. 1.3.a) excluye de su ámbito a los funcionarios y personal regido por normas administrativas o estatutarias], sino en la cúspide misma del ordenamiento, la Constitución, que separa nítidamente el «Estatuto de los Trabajadores» (art. 35.2) y el «Estatuto de los Funcionarios Públicos» (art. 103.3).

			La jurisprudencia, por su parte, viene aplicando de modo restrictivo la exclusión. En tal sentido, considera que la jurisdicción contencioso-administrativa sólo es competente cuando el pleito sobre libertad sindical o derecho de huelga afecta a un sindicato exclusivamente constituido por funcionarios y el conflicto se contrae al ámbito de la función pública (STS/CA de 8 de febrero de 1994). En la misma línea restrictiva, STS/CA de 3 de octubre de 1997 declaró nula la atribución de competencia a la jurisdicción contencioso-administrativa en materia de tutela del derecho de huelga de los funcionarios salvo cuando se impugnaran actos administrativos lesivos de tal derecho.

			En fin, la jurisprudencia considera que corresponde a la competencia del orden contencioso-administrativo el conocimiento de las reclamaciones en materia de libertad sindical deducidas por los funcionarios frente a las Administraciones a las que sirven (SSTS de 6 de febrero de 2001 y de 28 de enero de 2004; STS/CA de 27 de enero de 1998), mientras que atribuye al orden social las contiendas internas entre los funcionarios y los sindicatos a los que están afiliados (SSTS de 12 de junio de 1998 y de 12 de junio de 2007, STSJ Murcia, de 31 de mayo de 2004).

			
4. RESOLUCIONES GUBERNATIVAS SOBRE HUELGAS


			La jurisdicción social cede a favor de la contencioso-administrativa respecto de las impugnaciones de los actos gubernativos que fijan las medidas garantizadoras de los servicios esenciales de la comunidad en caso de huelga, según dispone el artículo 3.d) LJS. Lo mismo ocurre en cuanto a la impugnación de dichos actos gubernativos cuando determinen («en su caso»), para garantizar el mantenimiento de los servicios esenciales, los concretos servicios o dependencias afectados, así como los porcentajes mínimos de personal que debe adscribirse a dicho mantenimiento.

			No obstante, la jurisdicción social sí es competente para conocer de las «impugnaciones exclusivamente referidas a los actos de designación concreta del personal laboral incluido en dichos mínimos»; competencia lógica porque tales actos no son adoptados por la autoridad gubernativa sino por el empresario. También es competente el orden social para conocer de los «restantes actos dictados por la autoridad laboral en situaciones de conflicto laboral», de acuerdo con el RDL 17/1977, de Relaciones de Trabajo. Tales actos —cuyo conocimiento sigue siendo competencia de la Administración laboral aunque con carácter «residual y obsoleto» (ALONSO OLEA)— son los previstos en el Título II del citado RDL: convocatoria de las partes en conflicto (art. 23), intento de avenencia (art. 24) y remisión de actuaciones a la jurisdicción social (art. 25).

			
5. PACTOS ENTRE LAS ADMINISTRACIONES Y SU PERSONAL


			La LJS excluye también del orden jurisdiccional social a «los pactos o acuerdos concertados por la Administraciones públicas con arreglo a lo previsto en la Ley 7/2007, de 12 de abril (actualmente, RDLg 5/2015, de 30 de octubre), del Estatuto Básico del Empleado Público que sean de aplicación al personal funcionario o estatutario de los servicios de salud, ya sea de manera exclusiva o conjunta con el personal laboral» [art. 3.e) LJS]. Lo que se excluye de la competencia de los jueces y tribunales de lo social es, desde luego, la impugnación directa de dichos pactos o acuerdos regulados en el artículo 38 de la citada Ley 7/2007. Sin embargo, los litigios derivados de la aplicación de tales pactos o acuerdos, cuando éstos se apliquen conjuntamente a personal administrativo y laboral, seguirán distinta vía judicial según quiénes sean los afectados; así, las reclamaciones de funcionarios y personal estatutario serán conocidas por la jurisdicción contencioso-administrativa, y las del personal laboral, por la social.

			También se excluye de la jurisdicción social en el artículo 3.e) LJS el conocimiento de los litigios sobre la composición de las mesas de negociación de condiciones de trabajo tanto cuando éstas se refieran exclusivamente al personal de régimen administrativo (funcionarios y personal estatutario) como cuando sean comunes a dicho personal administrativo y al de régimen laboral.

			
6. IMPUGNACIÓN DE ACTOS ADMINISTRATIVOS EN MATERIA DE SEGURIDAD SOCIAL


			El artículo 3.f) LJS excluye del conocimiento de la jurisdicción social una serie de cuestiones cuyo común denominador es el hecho de ser ajenas a la gestión de las prestaciones; gestión que constituye el eje de la materia litigiosa de Seguridad Social y que el artículo 2.o) LJS atribuye expresamente al conocimiento del orden jurisdiccional social.

			En efecto, el referido artículo 3.f) LJS excluye del conocimiento de los órganos jurisdiccionales sociales la impugnación de resoluciones y actos (de la Tesorería General y de las Entidades Gestoras de la Seguridad Social) que distribuye en cinco grupos de materias: 1.º) actos de inscripción de empresas, formalización de la protección frente a riesgos profesionales, tarifación, afiliación, alta, baja y variaciones de datos de los trabajadores; 2.º) actos de liquidación de cuotas, actas de liquidación y actas de infracción derivadas de liquidaciones de cuotas (vid. supra, II.2.B); 3.º) actos de gestión recaudatoria de la Tesorería General de la Seguridad Social, entendiendo por tales los destinados a la cobranza de las cuotas de la Seguridad Social y otra serie de ingresos: aportaciones a favor de ésta, aportaciones a los Servicios Comunes y Sociales a cargo de mutuas de accidentes de trabajo y empresas, capitales coste de renta a ingresar por las mismas, reintegros de prestaciones indebidamente percibidas, reintegros de préstamos sociales, premios de gestión, importe de sanciones por infracciones en materia de Seguridad Social, aportaciones por reaseguro y por ayudas equivalentes a jubilaciones anticipadas, recargos e intereses, ingresos varios de Derecho público y cuotas de recaudación conjunta (desempleo, formación profesional y Fondo de Garantía Salarial), etc. (art. 1 del Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social aprobado por RD 1.415/2004, de 11 de junio)4; 4.º) actos de la TGSS relacionados con los anteriormente enunciados; y 5.º) actos administrativos sobre asistencia y protección social públicas, esto es, asistencia ajena a la prestada por la Seguridad Social, gestionada por el IMSERSO, la Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad y, en su respectivo ámbito, las Comunidades Autónomas) y de prestaciones del Sistema Nacional de Salud (prestaciones de atención primaria integral de la salud y de asistencia sanitaria especializada tanto domiciliaria como hospitalaria y rehabilitadora, así como prestación de productos terapéuticos: art. 6 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad).

			Por el contrario, sigue atribuida al conocimiento del orden jurisdiccional social la impugnación de los actos administrativos sobre asistencia y protección social referidos a materias incluidas en el artículo 2.o) y s) LJS, esto es, los actos producidos en materia de prestaciones de la Seguridad Social, evaluaciones de discapacidades y prestaciones a personas en situación de dependencia [párrafo o)] y los demás actos administrativos (sancionadores, etc.) incluidos en el párrafo s).

			
7. RECLAMACIONES POR RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE ENTES PÚBLICOS


			Coincidiendo con lo dispuesto en el artículo 9.4.II LOPJ y el 2.e) LJCA, el artículo 3.g) de la LJS confirma la falta de competencia del orden social para conocer de las reclamaciones sobre responsabilidad patrimonial de las Entidades Gestoras, Servicios Comunes de la Seguridad Social y entidades, servicios y organismos del Sistema Nacional de Salud y de los centros sanitarios concertados con ellos, tanto estatales como autonómicos, por los daños y perjuicios causados por o con ocasión de la asistencia sanitaria. Tales responsabilidades son exigibles en vía contencioso-administrativa «aun cuando en la producción del daño concurran [los entes públicos] con particulares o cuenten con un seguro de responsabilidad», como dice el artículo 3.g) LJS, transcribiendo la última cláusula del artículo 2.e) LJCA.

			
8. CUESTIONES LABORALES ATRIBUIDAS A OTROS ÓRDENES JURISDICCIONALES


			El artículo 3 LJS confirma lo ya anticipado en el artículo 2.a) LJS: que la jurisdicción social está excluida del conocimiento de aquellos asuntos, incluidos los de carácter laboral, que la Ley Concursal reserva de forma «exclusiva y excluyente» a los jueces de lo mercantil (asuntos especificados en los arts. 8.2.º, 64, 65 y 66 LC) [sobre estas exclusiones, vid. supra, en este mismo capítulo, apartado II.1.H]. Asimismo corresponde a estos jueces el conocimiento de los litigios sobre extinción de los contratos de trabajo tras la declaración del concurso, incluso habiendo demandas previas ante la jurisdicción social (STS 9.2.2015 y 14.9.2018).

			Por otra parte, son competencia de la jurisdicción contencioso-administrativa las reclamaciones de ayudas económicas a los sindicatos establecidas en acuerdos sectoriales (STS 11.5.2010 y 19.7.2018).

			
				
					1 Esta atribución competencial venía a cerrar a su vez un largo proceso normativo. El artículo 3.2 LPL-95 (redactado por la LJCA) anunció la inclusión de dos importantísimas competencias de los órganos jurisdiccionales del Orden Social: el conocimiento de la impugnación de resoluciones administrativas sobre sanciones de orden social (con la excepción de las sanciones en materia de cotización a la Seguridad Social) y de la impugnación de resoluciones administrativas en materia de expedientes de regulación de empleo y traslados colectivos. La previsión legal era que la primera de estas competencias comenzaría a ejercitarse al año de la entrada en vigor de la LJCA (esto es, el 14 de diciembre de 1999); la segunda, coincidiendo con dicha entrada en vigor (esto es, el 14 de diciembre de 1998). Sin embargo, estas previsiones fueron dejadas sin efecto por la Ley 50/1998, cuya Disp. Adic. 24.ª dio nueva redacción a la Disp. Adic. 5.ª LJCA, y consiguientemente al artículo 3 LPL. El nuevo artículo 3.3 LPL encomendó al Gobierno la aprobación, en el plazo de nueve meses, de un proyecto de ley que regulara, incorporándolos a la LPL, los procedimientos de referencia. Dicho plazo, sin embargo, expiró el 30 de septiembre de 1999 sin que se hubiera aprobado tal proyecto; consiguientemente, las referidas impugnaciones continuaron atribuidas al orden jurisdiccional contencioso-administrativo hasta la entrada en vigor de la LJS, que hizo efectivo ese traspaso de competencias al orden social. Sin embargo, la solución plasmada en el originario artículo 2.n) LJS tuvo una vigencia efímera: desde el 11 de diciembre de 2011 —fecha de entrada en vigor de la LJS— hasta el 12 de febrero de 2012 —fecha de entrada en vigor del RDL 3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral—. Dicha efímera solución consistió en que se atribuía también al orden jurisdiccional social, sustrayéndolo al contencioso-administrativo, el conocimiento de las impugnaciones de las resoluciones dictadas por la autoridad laboral en los procedimientos de despidos colectivos y suspensiones y reducciones de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción (los «expedientes de regulación de empleo» o ERE). Suprimidos estos expedientes administrativos por el RDL 3/2012 y luego por la LRML-2012 procedente de aquél, la correspondiente competencia desapareció también al quedar sin objeto.

				

				
					2 El trasvase desde el régimen de Clases Pasivas al Régimen General de la Seguridad Social ordenado por el artículo 20 del RDL 13/2010, de 3 de diciembre, ha significado para el personal que acceda a la condición de funcionario a partir de 1 de enero de 2011 el cambio de competencia a favor del orden social.

				

				
					3 La entrada en vigor de esta competencia se demora en la Disp. Final 7.ª LJS hasta el momento que determine una futura ley, cuyo proyecto debe aprobar el Gobierno antes del 12 de diciembre de 2014. Vid., en aplicación de dicha Disp. Final, STS de 14 de enero de 2014.

				

				
					4 Con la exclusión de la impugnación de tales actos del orden jurisdiccional social, y su atribución al contencioso-administrativo, más que innovar, mantiene la LJS una consolidada trayectoria, fundada en lo dispuesto en la Ley 40/1980, de 5 de julio, de Inspección y Recaudación de la Seguridad Social y, especialmente, en el Título IV del Reglamento General de Recaudación de los Recursos del Sistema de la Seguridad Social (RD 716/1986, de 7 de marzo, y el Reglamento aprobado por RD 1.517/1991, de 11 de octubre), normas actualmente derogadas.

					Sobre estas normas básicas y algunas otras complementarias, se fue desplegando una doctrina jurisprudencial que tuvo su punto de partida en los Autos de la Sala Especial de Conflictos de Competencia del TS de 4 y 17 de diciembre de 1986, y su desarrollo en sendas Sentencias de la misma Sala de 23 de noviembre de 1987, y en varias decisiones del TS (de 21 de septiembre, 1 de octubre, 2 y 10 de diciembre de 1987; de 21 de enero, 12, 18 y 20 de febrero y 17 de marzo de 1988, etc.). La doctrina contenida en estas sentencias era, precisamente, la de que los actos de gestión recaudatoria de la Tesorería General de la Seguridad Social no son impugnables ante el orden social, sino ante el contencioso-administrativo, el cual, como es obvio, habrá de entender de las consiguientes cuestiones prejudiciales (art. 4.1 LJCA), relativas a relaciones de Seguridad Social e incluso a relaciones laborales que sirven de soporte y presupuesto a las de la Seguridad Social. Los actos de gestión recaudatoria, expresa una de las dos Sentencias de la Sala de Conflictos del TS de 22 de noviembre de 1987, son «típicos actos administrativos en su sentido más genuino», en cuanto «producidos por una Administración pública […] en uso de potestades directamente derivadas de la soberanía estatal y aplicando normas pertenecientes al llamado Derecho público laboral».

					La LPL-90 acogió plenamente lo que esta última sentencia denomina «proceso de administrativización en materia recaudatoria», deshaciendo las contradicciones que en su momento existieron entre las normas «administrativizadoras» (Ley 40/1980, DL 10/1981, D 716/1986, etc.) y los artículos 1.6 y 126 de la LPL-80.

					En efecto, la LPL prescindió de cualquier regla similar a la del artículo 1.6 LPL-80 (dictado en observancia del art. 19 de la LGSS de 1974, en la línea de la vieja Ley de 15 de julio de 1952 y de la Orden de 7 de julio de 1960), a cuyo tenor los órganos del orden jurisdiccional social extendían su competencia a las «ejecuciones en vía de apremio derivadas del incumplimiento de las obligaciones respecto a la Seguridad Social»; construcción esta última que respondía a la idea de «un procedimiento de apremio íntegramente jurisdiccional» (GARCÍA MURCIA).

					Pero no es sólo que se silenciara la competencia jurisdiccional sobre las ejecuciones en materia de Seguridad Social; es que, además, culminándose la tendencia a la administrativización de los actos de gestión recaudatoria (y de su impugnación), la LBPL, en su Disposición Transitoria, ordenó a los juzgados de lo social el reintegro, a partir del 1 de enero de 1990, de las certificaciones de descubierto por débitos a la Seguridad Social y actas de liquidación a la Tesorería General, con el fin de que se tramitaran —por ella u otros órganos administrativos— los correspondientes procedimientos de ejecución. Consecuentemente, el artículo 46 del Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social (aprobado por RD 1.415/2004, de 11 de junio) contempla la posibilidad de impugnación de los actos de gestión recaudatoria de la Tesorería en vía administrativa y contencioso-administrativa.
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